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INTRODUCCIÓN 

El derecho a ser electo para cargos representativos es uno de los derechos políticos más 

esenciales en una sociedad democrática, que tiene todo ciudadano hábil políticamente, es 

decir, no sujeto a interdicción civil o a inhabilitación política, pudiendo sólo ser excluidos 

de su ejercicio sólo aquellos que pierden su ciudadanía, lo que sólo puede ocurrir mediante 

decisión judicial, o quienes hayan sido objeto de una decisión adoptada por los tribunales 

de justicia en procesos generalmente penales, en los cuales esté garantizado el debido 

proceso, en los cuales su imponga la pena de inhabilitación política.  

Son incompatibles con una sociedad democrática, por tanto, las inhabilitaciones 

políticas impuestas a los ciudadanos por autoridades administrativas, es decir, por órganos 

del Estado que no sean tribunales judiciales y menos aún cuando son impuestas en 

procedimientos administrativos en los que no se respeten las debidas garantías del debido 

proceso. Lo contrario significaría que estaría en manos del gobierno de turno excluir a 

ciudadanos de su derecho a ser electos para cargos representativos, lesionándose así el 

desarrollo de una democracia pluralista, pues se podría excluir de su derecho a la 

participación política, al antojo gubernamental, a los miembros de la oposición 

democrática. 

Este derecho ha sido violado en Venezuela por la Contraloría General de la República, 

la cual al dictar autos de responsabilidad administrativa, aplicando el artículo 105 de la ley 

Orgánica de la Contraloría General de la República y del Sistema Nacional de Control 

Fiscal, imponiendo la “pena” de inhabilitación política a ex funcionarios que han sido 

sancionados, restringiéndoles su derecho político al sufragio pasivo que sólo puede ser 

restringido, acorde con la Constitución (art. 65) y la Convención Americana de Derechos 

Humanos (art. 32.2), mediante sentencia judicial que imponga una condena penal. Es decir, 
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en estos primeros años del siglo XXI, una de las armas políticas más arteras contra la 

representatividad democrática que ha utilizado el régimen autoritario instalado en el país en 

fraude a la Constitución y a la democracia, ha sido recurrir al expediente de la 

inhabilitación política impuesta mediante decisiones administrativas dictadas por el 

Contralor General de la República, a determinados candidatos, generalmente de la 

oposición para excluirlos del ejercicio democrático, y por tanto, de la posibilidad de ser 

electos para cargos representativos.  

Ello es completamente inconstitucional e inconvencional, pues el derecho a ser electo 

en Venezuela es un derecho político que sólo puede restringirse de acuerdo con la 

Constitución de 1999 y con la Convención Americana de Derechos Humanos, mediante 

sentencia judicial dictada en un proceso penal conforme a las normas del Código Orgánico 

Procesal Penal, cuando un juez impone a un condenado la pena de inhabilitación política, 

que es siempre una pena accesoria a la pena principal de prisión o presidio. 

En esta materia, sin embargo, la Sala Constitucional, como juez constitucional, en 

franca violación de la Constitución, resolvió en sentencia Nº 1265/2008 dictada el 5 de 

agosto de 2008,
1
 (caso Ziomara Del Socorro Lucena Guédez vs. Contralor General de la 

República) que el artículo 105 de la Ley Orgánica de la Contraloría no era violatorio de la 

Constitución ni de la Convención Americana de Derechos Humanos, admitiendo que 

mediante ley se podían establecer sanciones administrativas de inhabilitación política 

contra ex funcionarios impidiéndoles ejercer su derecho político a ser electos, como era el 

caso de las decisiones dictadas por la Contraloría General de la República. 

El tema fue llevado por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos ante la 

Corte Interamericana de Derechos Humanos, la cual mediante sentencia dictada en el 1º  de 

septiembre de 2011 (caso Leopoldo López vs. Estado de Venezuela), al contrario, consideró 

que conforme a la Convención Americana de Derechos Humanos (art. 32.2) la restricción 

al derecho pasivo al sufragio (derecho a ser elegido) sólo puede establecerse mediante 

imposición de condena dictada mediante sentencia judicial, con las debidas garantías del 

debido proceso, condenando en dicho caso al Estado venezolano por violación de dicho 

derecho en perjuicio del Sr. López, ordenando la revocatoria de las decisiones de la 

Contraloría General de la República y de otros órganos del Estado que le impedían ejercer 

su derecho político a ser electo por la inhabilitación política que le había sido impuesta 

administrativamente. 

Ello, sin embargo fue truncado pues la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de 

Justicia, al conocer de una “acción innominada de control de constitucionalidad” de la 

sentencia de la Corte Interamericana interpuesta por el Procurador General de la República, 

como abogado del Estado, en sentencia No. 1547 (Caso Estado Venezolano vs. Corte 

Interamericana de Derechos Humanos) de fecha 17 de octubre de 2011,
2
 decidió declarar 

la sentencia de la Corte Interamericana como “inejecutable” en Venezuela, ratificando la 

violación al derecho constitucional del Sr. López que le impide ejercer su derecho a ser 

electo y ejercer funciones públicas representativas. 

Estos comentarios van destinados a analizar esta bizarra situación de violación de 

derechos políticos por parte de órganos administrativos y judiciales del Estado, incluyendo 

la Sala Constitucional del Tribunal Supremo, y de formal desconocimiento de las 

                                                 
1
 Véase en http://www.tsj.gov.ve:80/decisiones/scon/Agosto/1265-050808-05-1853.htm 

2
  Véase en http://www.tsj.gov.ve/decisiones/scon/Octubre/1547-171011-2011-11-1130.htmll 
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sentencias dictadas por le Corte Interamericana de Derechos Humanos, al declararlas 

“inejecutables” en el país. Antes analizaremos el sistema de derechos políticos en el 

ordenamiento constitucional venezolano y en la Convención Americana de Derechos 

Humanos, y sus posibles restricciones.      

I.  LOS DERECHOS POLÍTICOS EN EL SISTEMA CONSTITUCIONAL 
VENEZOLANO 

1.  El régimen de los derechos políticos en la Constitución y en la Convención 

Americana de Derechos Humanos 

En efecto, la Constitución venezolana de 1999, en el Capítulo sobre la “Ciudadanía” 

dispone expresamente que los derechos políticos corresponden a los ciudadanos, es decir, a 

los venezolanos que no estén sujetos a inhabilitación política ni a interdicción civil, y en las 

condiciones de edad previstas en Constitución (art. 39), agregando como principio general 

que su ejercicio “sólo puede ser suspendido por sentencia judicial firme en los casos que 

determine la ley” (art. 42).
3
  

Esos derechos políticos de los ciudadanos, todos vinculados al principio democrático, 

que están enumerados en la Constitución de 1999, son los siguientes: (i) el derecho a la 

participación política en los asuntos públicos, directamente o por medio de sus 

representantes elegidos (art. 62) por los medios establecidos en el artículo 70; (ii) el 

derecho de concurrir a los procesos electorales postulando candidatos o candidatas (art. 67);  

(iii) el derecho a votar en referendos consultivos, revocatorios, aprobatorios y abrogaroios 

(arts. 71 a 74); (iv) el derecho a votar para elegir representantes populares (art. 63, 64); (v) 

el derecho a ser electo, del cual se excluye en la Constitución a quienes hubiesen sido 

condenados judicialmente por delitos cometidos durante el ejercicio de sus funciones y 

otros que afecten el patrimonio público (art. 63, 65); (vi) el derecho de exigir que los 

representantes electos rindan cuentas públicas, transparentes y periódicas sobre su gestión, 

de acuerdo con el programa presentado (art. 66); (vii) el derecho de asociarse con fines 

políticos, mediante métodos democráticos (art; 67); (viii) el derecho a manifestar, 

pacíficamente y sin armas (art. 68); y (ix) el derecho a no ser extraditado (art. 69). También 

puede considerarse como derecho político, aún cuando no enumerado en forma expresa, (x) 

el derecho a ejercer funciones públicas no electivas en condiciones de igualdad, lo que deriva 

del derecho a la participación política (arts. 62, 70)y a la igualdad y no discriminación (art. 

21).
4
 

   Por su parte, la Convención Americana de Derechos Humanos, en su artículo 23.1 

distingue y garantiza los siguientes derechos políticos a las personas, los cuales conforme al 

artículo 23 de la Constitución venezolana, tienen jerarquía constitucional en el país: (i) el 

derecho de participar en la dirección de los asuntos públicos; (ii) el derecho de votar en las 

elecciones para elegir representantes; (iii) el derecho de votar en las votaciones dispuestas 

                                                 
3
 Véase en general sobre el régimen de los derechos políticos en el proyecto de Constitución, nuestra 

propuesta sobre “Principios generales sobre derechos políticos” y “Derecho a la participación política,” en 

Allan R. Brewer-Carías, Debate Constituyente (Aportes a la Asamblea Nacional Constituyente), Tomo II (9 

septiembre-17 octubre 1999), Fundación de Derecho Público-Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 1999, 

pp. 119-142 
4
 Véase el comentario sobre todos estos derechos políticos en Allan R. Brewer-Carías, La Constitución de 

1999. Derecho Constitucional Venezolano, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2004, Tomo I. 
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para expresar la voluntad de los ciudadanos; (iv) el derecho de ser elegidos en sufragio 

universal y secreto para desempeñar cargos de representación popular; y (v) el derecho de 

tener acceso en condiciones de igualdad a las funciones públicas para desempeñar cargos 

administrativos.  

Entre todos estos derechos políticos se pueden establecerse muchas distinciones, pero 

una básica entre ellos, es la que deriva de su vinculación esencial o no al principio 

democrático representativo. Así, todos los que se enumeran expresamente en la 

Constitución de 1999 como propios de la ciudadanía y los cuatro primeros enumerados en 

la Convención Americana, están sin duda estrechamente vinculados al principio 

democrático, siendo manifestación concreta del ejercicio de los derechos de participación 

política por los ciudadanos vinculados con la democracia participativa y representativa, en 

particular, los derechos de votar, de elegir representantes y de ser electos como 

representante popular. En cambio, el último de los derechos enumerados en la Convención 

Americana (arículo 23.1.c), que también se puede considerar que deriva de las previsiones 

constitucionales, de tener acceso en condiciones de igualdad a las funciones públicas para 

desempeñar cargos administrativos, no necesariamente tiene vínculo esencial con el 

principio democrático, pues se trata del derecho a acceder a las funciones públicas y ejercer 

cargos públicos no electivos.  

Esta distinción tiene particular importancia a la hora de determinar la posibilidad y el 

ámbito de las restricciones al ejercicio de los derechos pues en el caso de todos los derechos 

políticos enumerados en la Constitución de 1999 y los cuatro primeros derechos 

enumerados en la Convención Americana, las restricciones implican, en definitiva, una 

restricción al principio democrático; y, en cambio, en el último de los derechos enumerados 

en la Convención Americana, y que se deduce de las previsiones de la Constitución 

venezolana, las restricciones que puedan establecerse al ejercicio de cargos públicos no 

afectan en su esencia el principio democrático.  

Esta distinción en importante, sobre todo cuando se enfoca específicamente el derecho 

político a ejercer cargos públicos de elección popular regulado en los artículos 63 y 65 de 

la Constitución y en el artículo 23.1.b de la Convención Americana, y el derecho político de 

tener acceso en condiciones de igualdad para ejercer cargos públicos no electivos, 

mediante nombramiento administrativo, regulado en el artículo 23.1.c de la misma 

Convención Americana, y que encuentra su fundamento en los artículos 61 y 21 de la 

Constitución.  

2.  Las limitaciones y restricciones constitucionales al ejercicio de los derechos políticos 

Ahora bien, en general, en Venezuela, el ejercicio y oportunidades de los derechos 

políticos de los ciudadanos, conforme a los artículos 63 y siguientes de la Constitución, es 

una materia de reserva constitucional, en el sentido de que la Constitución es la que puede 

establecer las restricciones y limitaciones a los mismos, no pudiendo el legislador 

establecer limitaciones no autorizadas en la Constitución 

Y es así cómo en primer lugar, es la propia Constitución la que establece que el 

ejercicio de los derechos políticos está sometido a ciertas “condiciones de edad” que ella 

misma dispone directamente, y que en materia del ejercicio del derecho al sufragio, en 

cuanto al derecho a votar y a elegir, corresponde a los mayores de 18 años (art. 64); y en 

cuanto al derecho a ser electo, corresponde así: para ser electo Gobernador de un Estado se 

requiere ser mayor de 25 años (art. 160); para ser electo diputado a la Asamblea Nacional y 
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legislador estadal, se requiere ser mayor de 21 años (arts. 188 y 162); para ser electo 

Alcalde se requiere ser mayor de 25 años (art. 174) y para ser electo Presidente de la 

República se requiere ser mayor de 30 años (arts. 227 y 238). 

En segundo lugar, es también la propia Constitución la que dispone determinadas 

restricciones en cuanto al derecho a ser electo, estableciendo condiciones relativas a la 

nacionalidad, al disponer en el artículo 41 que sólo los “venezolanos por nacimiento y sin 

otra nacionalidad,” son los que pueden ser electos para los cargos de Presidente de la 

República, y de Gobernadores y Alcaldes de los Estados y Municipios fronterizos. 

En tercer lugar, la Constitución también dispone como limitación al derecho de los 

venezolanos por naturalización a ser electos diputados a la Asamblea Nacional, Gobernador 

y Alcaldes de Estados y Municipios no fronterizos, que deben tener domicilio con 

residencia ininterrumpida en Venezuela por un tiempo no menor de quince años y cumplir 

los requisitos de aptitud que se prevean en la ley (art. 41). 

En cuarto lugar, la Constitución también dispone en su artículo 198, específicamente 

respecto del derecho a ser electo diputado que los diputados a la Asamblea Nacional cuyo 

mandato fuere revocado, no pueden “optar a cargos de elección popular en el siguiente 

período.”  

 En quinto lugar, y aparte de las condiciones de edad, nacionalidad, residencia y de 

revocación de mandato antes referidas, la propia Constitución establece que sólo pueden ser 

excluidos del ejercicio de los derechos políticos quienes hayan sido declarados entredichos 

lo que en Venezuela puede ocurrir, conforme a las previsiones de la legislación civil, solo 

mediante sentencia judicial dictada en un proceso de interdicción civil; así como quienes 

hayan sido declarados inhabilitados políticamente, lo que en Venezuela ocurrir, conforme a 

las previsiones de la legislación penal, mediante condena judicial penal que la establezca 

como pena accesoria a una pena principal, en un proceso penal (art. 64); y, en general, a 

quienes hubiesen sido condenados “por delitos cometidos durante el ejercicio de sus 

funciones y otros que afecten el patrimonio público” (art. 65).  

En este sentido, en cuanto a la interdicción civil, la misma está regulada en el artículo 

393 del Código Civil al establecer que: "El mayor de edad y el menor emancipado que se 

encuentren en estado habitual de defecto intelectual que los haga incapaces de proveer a 

sus propios intereses, serán sometidos a interdicción, aunque tengan intervalos lúcidos." 

En cuanto a la inhabilitación política, la regula el Código Penal como pena en su 

artículo 24, estableciendo que “no podrá imponerse como pena principal, sino como 

accesoria a las de presidio o prisión y produce como efecto la privación de los cargos o 

empleos públicos o políticos que tengan el penado y la incapacidad, durante la condena, 

para obtener otros y para el goce del derecho activo y pasivo del sufragio. También 

perderá toda dignidad o condecoración oficial que se le haya conferido, sin poder 

obtener las mismas ni ninguna otra durante el propio tiempo.”  

En cuanto a la inhabilitación política por condena por delitos cometidos durante el 

ejercicio de sus funciones, y otros que afecten el patrimonio público, dentro del tiempo que 

fije la ley, a partir del cumplimiento de la condena de acuerdo con la gravedad del delito 

que prevé la Constitución, la Ley contra la  Corrupción de 20035 ha dispuesto en su artículo 

96, que el funcionario público “que haya sido condenado por cualesquiera de los delitos 

                                                 
5
 Véase en Gaceta Oficial N° 5.637 Extraordinario del 7 de abril de 2003) 
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establecidos en la presente Ley, quedará inhabilitado para el ejercicio de la función pública 

y, por tanto, no podrá optar a cargo de elección popular o a cargo público alguno, a partir 

del cumplimiento de la condena y hasta por cinco (5) años,” lo cual “será determinado por 

el juez, de acuerdo con la gravedad del delito, en la sentencia definitiva que se pronuncie 

sobre el mismo.” 

Estas son, en definitiva, las únicas restricciones y exclusiones permitidas en la 

Constitución respecto del ejercicio de los derechos políticos en Venezuela, en particular, 

del derecho a ser electo, por lo cual es completamente inconstitucional la previsión 

contenida en el artículo 52 de la Ley de Nacionalidad y Ciudadanía de 2004,
6
 en el cual se 

estableció, como causales “de suspensión del ejercicio de la ciudadanía,” que es la 

condición para el ejercicio de todos los derechos políticos, además de “la inhabilitación 

política y la interdicción civil” que son las únicas establecidas en la Constitución, las otras 

siguientes “causales:” “1. La aceptación de funciones políticas u honores de otro Estado; 2. 

La prestación de servicios militares a otro Estado, sin la previa autorización de la Asamblea 

Nacional; y 3.La ofensa a los símbolos patrios y las demás que establezcan la Constitución 

de la República Bolivariana de Venezuela y las leyes.” Estas previsiones, se insiste, son 

completamente inconstitucionales, por más que el artículo 55 de la misma Ley garantice 

que la supuesta “decisión” que se adopte para suspender la ciudadanía corresponde ser 

dictada a la autoridad judicial, al disponer que el ejercicio de la ciudadanía o de alguno de 

los derechos políticos “sólo puede suspenderse por sentencia judicial firme”. Ello es 

correcto, pero sólo en los casos de inhabilitación política o interdicción civil.
7
 

 Como se dijo, la Constitución venezolana sólo enumera como derechos políticos, los 

antes indicados, todos vinculados esencialmente al principio democrático, no 

enumerándose entre ellos en forma expresa, el derecho a acceder y ejercer en condiciones 

de igualdad funciones públicas no electivas, es decir, mediante nombramiento o 

designación, el cual, sin embargo, es evidente que también corresponde a los ciudadanos 

por el derecho que tienen a la participación política y a la igualdad y no discriminación.  

Sobre el ejercicio de este derecho, por otra parte, la propia Constitución establece 

restricciones y limitaciones basadas en la edad, al disponer que para ejercer los cargos de 

Magistrado del Tribunal Supremo de Justicia (art. 263), Procurador General de la República 

(art. 249) y al Fiscal General de la República (art. 284) se requiere ser mayor de 35 años; 

para ejercer los cargos de Vicepresidente de la República (arts. 227 y 238), de Defensor del 

Pueblo (art. 280) y Contralor General de la República (art. 288) se requiere ser mayor de 30 

años; y para ejercer el cargo de Ministro se requiere ser mayor de 25 años (art. 244). 

La Constitución también establece restricciones para el ejercicio de cargos públicos no 

electivos por razón de nacionalidad, al disponer en el artículo 41 que sólo los “venezolanos 

por nacimiento y sin otra nacionalidad,” son los que pueden ejercer los cargos de 

Vicepresidente Ejecutivo, Presidente y Vicepresidentes de la Asamblea Nacional, 

Magistrados del Tribunal Supremo de Justicia, Presidente del Consejo Nacional Electoral, 

Procurador General de la República, Contralor General de la República, Fiscal General de 

                                                 
6
  Véase en Gaceta Oficial Nº 37.971 de 01-07-2004 

7
 Sobre estas inconstitucionalidades en la Ley de Nacionalidad y Ciudadanía véase lo que hemos expuesto en 

Allan R. Brewer-Carías, Régimen Legal de Nacionalidad, Ciudadanía Y Extranjería. Ley de Nacionalidad y 

Ciudadanía. Ley de Extranjería y Migración. Ley Orgánica sobre Refugiados y Asilados, Editorial Jurídica 

Venezolana, Caracas 2005, pp. 46 ss. 
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la República, Defensor del Pueblo, Ministros de los despachos relacionados con la 

seguridad de la Nación, finanzas, energía y minas, educación; Gobernadores y Alcaldes de 

los Estados y Municipios fronterizos y aquellos contemplados en la Ley Orgánica de la 

Fuerza Armada Nacional. 

En cuanto a las condiciones de residencia, el mismo artículo 41 de la Constitución 

dispone que para ejercer los cargos de Ministro, Gobernadores y Alcaldes de Estados y 

Municipios no fronterizos, se exige respecto de los venezolanos por naturalización que 

deben tener domicilio con residencia ininterrumpida en Venezuela no menor de quince años 

y cumplir los requisitos de aptitud previstos en la ley. 

3. La reglamentación al ejercicio y oportunidades de ejercicio de los derechos políticos 

en la Convención Americana  

En cuanto a la Convención Americana de Derechos Humanos, los derechos políticos 

que en ella se enuncian, tal como lo precisa el artículo 23.2 de la misma, solo pueden ser 

reglamentados o restringidos mediante ley (“la ley puede reglamentar”), y “exclusivamente 

por razones de edad, nacionalidad, residencia, idioma, instrucción, capacidad civil o 

mental, o condena, por un juez competente, en proceso penal.”  

De esta norma resulta, en consecuencia, que las limitaciones (reglamentación) al 

ejercicio y oportunidades de ejercicio de los derechos políticos sólo pueden establecerse en 

un Estado en la siguiente forma: 

Primero, mediante ley, es decir, mediante el acto normativo que emane del cuerpo 

representativo del pueblo, integrado por representantes electos mediante sufragio universal 

y secreto, y que se define en el artículo 202 de la Constitución venezolana como “el acto 

sancionado por la Asamblea Nacional como cuerpo legislador.” Sin embargo, como hemos 

indicado, en Venezuela es sólo la Constitución la que puede establecer esas restricciones, al 

disponer que el ejercicio de los derechos políticos corresponde a los venezolanos, “salvo las 

excepciones establecidas en esta Constitución” (art. 40), y las  basadas en “las condiciones 

de edad previstas en esta Constitución” (art. 39), excluyendo además expresamente del 

ejercicio de los derechos políticos a quienes hubiesen sido condenados “por delitos 

cometidos durante el ejercicio de sus funciones y otros que afecten el patrimonio 

público”(art. 65), y a quienes estuviesen sujetos a interdicción civil o inhabilitación política 

(art. 64). 

Segundo, conforme a la Convención Americana, las restricciones a los derechos 

políticos sólo se pueden establecer basadas en los siguientes motivos indicados 

taxativamente en la Convención: 1) edad, 2) nacionalidad; 3) residencia; 4) idioma; 5) 

instrucción; 6) capacidad civil o mental; o 7) condena, por juez competente, en proceso 

penal. En relación con estos diferentes motivos de limitaciones que deben siempre ser 

establecidas por ley, debe señalarse que si bien los primeros seis enumerados en el artículo 

23.2 de la Convención Americana no presentan mayor dificultad en la determinación de su 

alcance respecto de todos los derechos políticos enumerados en el artículo 23.1 de la misma 

Convención Americana, particularmente en cuanto a la distinción apuntada sobre su 

vinculación esencial o no del derecho político en concreto al principio democrático 

representativo, no sucede lo mismo respecto del último de los motivos mencionados 

(“condena, por juez competente, en proceso penal”), el cual puede tener un tratamiento 

distinto según se trate de la elección popular para ejercer un cargo público o del acceso a 

una función pública mediante nombramiento administrativo.  
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A tal efecto, y en particular, refiriéndonos exclusivamente a dos de los derechos 

políticos establecidos en el artículo 23.1 de la Convención, el derecho de los ciudadanos a 

ser elegidos mediante sufragio para desempeñar cargos de elección popular (establecido 

también en el artículo 63 de la Constitución) y el derecho de los ciudadanos de tener acceso 

a las funciones públicas para desempeñar cargos administrativos, la interpretación del 

alcance de los motivos para su restricción mediante ley consistentes en las razones de 

“edad, nacionalidad, residencia, idioma, instrucción, capacidad civil o mental” puede 

decirse que no presenta mayor dificultad, ni amerita hacer la distinción en cuanto al origen 

del cargo público de que se trate, si de carácter electivo o de nombramiento administrativo, 

pues en general tienen el mismo tratamiento respecto de los dos derechos.  

La Constitución y la ley, en efecto, en los diferentes Estados establecen una 

determinada “edad” para ser electo como representante o para ser nombrado funcionario 

público, inclusive en forma variable según el cargo electivo o el cargo administrativo de 

que se trate. En diversos artículos de la Constitución venezolana, como se ha dicho, se 

establecen edades diferentes para ser electo y para ocupar cargos. En las leyes en otros 

países se prevé asimismo límites de edad para ocupar cargos públicos.  

 La “nacionalidad” del país en cuestión se requiere en la ley, en general, tanto para 

ser electo como para ser funcionario público, excluyéndose a los extranjeros del ejercicio 

de dichos derechos. En Venezuela es la Constitución la que exige tener la ciudadanía y por 

ende la nacionalidad venezolana, para ejercer los derechos políticos. 

Ciertas condiciones de “residencia” son requeridas en general por la ley para la 

elección para cargos de representación popular, generalmente en las elecciones locales.  

En algunos casos de países signados por el multiculturalismo se podría incluso exigir el 

hablar determinado “idioma” o lengua para ser electo o para ejercer un cargo público. 

Particularmente para el ejercicio de funciones públicas en ciertos cargos 

administrativos o judiciales, la ley requiere de determinado grado de “instrucción” o de 

títulos profesionales.  

Finalmente en cuanto a la “capacidad civil o mental,” se trata, en general, de un asunto 

relativo a la capacidad regulada en la legislación civil, consistente por ejemplo en la figura 

de la interdicción civil que sólo puede ser declarada judicialmente para la realización de 

actos de la vida civil, lo cual se extiende en común a la inhabilitación para el desempeño de 

cargos de elección popular o cargos administrativos. 

Sin embargo, en el caso del último de los motivos que conforme a la Convención la ley 

podría regular para restringir el derecho a ser electo para cargos de representación popular, 

consistente en “condena, por juez competente, en proceso penal,” dada la precisión del 

lenguaje utilizado por la Convención Americana, sin duda resulta necesario distinguir el 

origen del cargo público respecto del cual se trate, en el sentido de si es electivo o de 

nombramiento o designación.  

En efecto, en el caso de la restricción al ejercicio de los derechos políticos para ser 

electo representante popular o para el ejercicio de funciones públicas y que la misma 

consista en la inhabilitación para el ejercicio del derecho, la misma, conforme lo exige la 

Convención, sólo puede ser establecida mediante ley en relación con los ciudadanos como 

resultado de una “condena” impuesta a los mismos, la cual conforme a la previsión expresa 

de la Convención sólo puede consistir en una sanción pronunciada en un “proceso penal” 

mediante decisión que debe emanar de un “juez competente.”  
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En consecuencia, conforme al texto de la Convención Americana, para que un Estado 

pueda llegar a imponerle a una persona una sanción que lo inhabilite para ser elegido o para 

tener acceso a las funciones públicas, la misma debe estar prevista en una ley y debe ser 

siempre adoptada como una decisión de condena, que sea decidida por un juez penal 

competente, y mediante un proceso penal. Esta es precisamente la situación en Venezuela, 

donde es la Constitución la que dispone que solo quedan excluidos del ejercicio del derecho 

a ser electo los venezolanos sujetos a interdicción civil o inhabilitación política, lo que en el 

ordenamiento solo puede disponerse mediante sentencia judicial, y en general, los 

condenados por delitos cometidos durante el ejercicio de sus funciones y otros que afecten 

el patrimonio público (arts. 64 y 65). 

II. LAS RESTRICCIONES AL EJERCICIO DE LOS DERECHOS POLÍTICOS 

1.  Las restricciones conforme al principio democrático 

En todo caso, en relación con este motivo de restricción de los derechos políticos, 

particularmente respecto del derecho a ser elegido para cargos de elección popular y del 

derecho de acceder a funciones públicas para ejercer cargos público mediante 

nombramiento o designación, el alance de la misma y de su implementación, puede variar 

según la distinción antes mencionada derivada de si el derecho se vincula esencialmente al 

principio democrático o no. 

En el primer caso, en nuestro criterio, la interpretación de la Convención Americana 

tiene que ser restrictiva, siendo el principio democrático esencial a la misma, entre otras 

razones, por una parte, por haberse dictado la Convención para consolidar “dentro del 

cuadro de las instituciones democráticas,” como lo indica en el primero de los 

“Considerandos,” “un régimen de libertad personal y de justicia social, fundado en el 

respeto de los derechos esenciales del hombre;” y por otra parte, dado la vigencia de la 

Carta Democrática Interamericana que considera como un elemento esencial a la 

democracia la garantía y respeto a los derechos humanos (art. 4). 

Es decir, las restricciones que impliquen inhabilitación política y que puedan imponerse 

al ejercicio de derechos políticos, cuando impliquen restricciones al principio democrático 

y sean establecidas por ley respecto del derecho a ser electo para cargos representativos 

mediante sufragio (derecho a ser elegido), deben ser objeto de interpretación restrictiva; 

pudiendo en cambio, las restricciones al ejercicio de derechos políticos que no impliquen 

restricción al principio democrático, ser objeto de interpretación amplia.  

Esto sucede precisamente cuando se interpreta la última parte del artículo 23.2 de la 

Convención en cuanto al motivo de restricción al ejercicio de derechos políticos basado en 

“condena, por juez competente, en proceso penal.” Para eliminarle a un ciudadano sus 

derechos democráticos, consistentes por ejemplo, en el derecho a elegir representantes 

populares o a ser elegido representante del pueblo, que son de la esencia de la democracia 

representativa, sin duda, en nuestro criterio, la previsión del artículo 23.2 debe interpretarse 

restrictivamente en el estricto sentido de las palabras usadas en el mismo según la conexión 

de ellas entre si, de manera que es necesario que se produzca una “condena” judicial que 

debe ser pronunciada por un “juez competente, en un proceso penal.”  

No es posible eliminarle a un ciudadano el ejercicio de los derechos políticos más 

esenciales a la democracia representativa como son el derecho ciudadano a elegir o a ser 

elegido para cargos representativos de la voluntad popular, mediante un acto que no sea una 
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sentencia judicial penal, como podría ser, por ejemplo, un acto administrativo imponiendo 

una sanción administrativa, dictado por un funcionario que no es parte del Poder Judicial, 

es decir, que no es un “juez” y que para dictarlo no ha seguido un proceso penal que es el 

regulado en los Códigos reguladores del Proceso Penal.  

Conforme a la Convención Americana, la restricción al principio democrático de elegir 

y ser electo es un asunto exclusivo del Poder Judicial, que sólo puede adoptarse por un 

“juez penal competente,” mediante un “proceso penal,” en el cual se “condene” a un 

ciudadano por delitos o faltas regulados y tipificados en el Código Penal o en leyes penales 

especiales, y que impliquen o conlleven la inhabilitación política del condenado.  

Este es, por lo demás, el caso de la legislación venezolana, donde como se ha dicho, la 

inhabilitación política está efectivamente prevista en el Código Penal como una pena 

accesoria a una pena principal (presidio o prisión), que se impone como consecuencia de 

una condena penal (art. 13 y 16), que sólo se puede dictar e imponer por un juez penal, que 

además de tener que ser el juez competente tiene que ser un juez profesional que es el único 

que puede conocer de las fases del proceso penal conforme al artículo 104 del Código 

Orgánico Procesal Penal, en un proceso penal desarrollado conforme a las previsiones de 

dicho Código. Dicha pena accesoria de inhabilitación política, que “no podrá imponerse 

como pena principal sino como accesoria a las de presidio y prisión,” produce “como 

efecto, la privación de los cargos o empleos públicos o políticos que tenga el penado y la 

incapacidad, durante la condena, para obtener otros y para el goce del derecho activo y 

pasivo del sufragio” (art. 24).   

Es decir, conforme a dicho Código Orgánico Procesal Penal, en Venezuela, y conforme 

a las previsiones de la Convención Americana, nadie puede ser condenado penalmente y a 

nadie se le puede imponer una pena, “sin un juicio previo, oral y público, realizado, sin 

dilaciones indebidas, ante un juez imparcial,” conforme a las disposiciones de dicho 

Código, “y con salvaguarda de todos los derechos y garantías del debido proceso, 

consagrados en la Constitución de la República, las leyes, los tratados, convenios y 

acuerdos internacionales suscritos por la República” (art. 1), correspondiendo en todo caso, 

a “los tribunales juzgar y hacer ejecutar lo juzgado” (art. 2), y en los términos del artículo 7 

del mismo Código, y correspondiendo “exclusivamente” “a los jueces y tribunales 

ordinarios o especializados establecidos por las leyes, con anterioridad al hecho objeto del 

proceso,” “la potestad de aplicar la ley en los procesos penales.” 

La consecuencia de todo ello, es que la inhabilitación política que puede afectar a un 

ciudadano para ejercer su derecho político a ser electo, en cualquier ordenamiento, es 

efectivamente una “inhabilitación política,” que sólo puede pronunciarse conforme a las 

modalidades previstas en los diversos ordenamientos, mediante un juicio político como el 

que existe en muchos países o mediante una sentencia judicial penal como es el caso de 

Venezuela, de manera de asegurar la vigencia de los artículos 42 y 65 de la Constitución 

donde se garantiza que la perdida de la ciudadanía, que implica el ejercicio de los derechos 

políticos como los vinculados al principio democrático, solo puede ocurrir por “sentencia 

judicial firme,” y que los únicos que no pueden optar a cargos de elección popular por un 

tiempo que debe fijar la ley, son quienes han sido condenados por delitos cometidos 

durante el ejercicio de funciones públicas que afecten el patrimonio público.  

Es rigurosamente falso, por tanto, lo ha afirmado por la Sala Constitucional del 

Tribunal Supremo de Venezuela en sentencia No. 1265 de 5 de agosto de 2008, en el 

sentido de que el artículo 65 de la Constitución, al disponer que “no podrán optar a cargo 
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alguno de elección popular quienes hayan sido condenados o condenadas por delitos 

cometidos durante el ejercicio de sus funciones,” supuestamente  

“no excluye la posibilidad de que tal inhabilitación pueda ser establecida, bien por un órgano 

administrativo stricto sensu o por un órgano con autonomía funcional, como es, en este caso, la 

Contraloría General de la República;”  

agregando además, erradamente, que:  

“la norma, si bien plantea que la prohibición de optar a un cargo público surge como 

consecuencia de una condena judicial por la comisión de un delito, tampoco impide que tal 

prohibición pueda tener un origen distinto; la norma sólo plantea una hipótesis, no niega otros 

supuestos análogos.”
8
  

Al afirmar esto, la Sala Constitucional olvidó su propia afirmación expresada unos años 

antes en la sentencia No. 2444 de 20 de octubre de 2004 (caso: Tulio Rafael Gudiño 
Chiraspo) en el sentido de que:  

“en materia de ejercicio de derechos, en este caso políticos, muy vinculados al carácter 

participativo del gobierno del Estado venezolano, las excepciones y/o restricciones son de 

derecho constitucional estricto y nuestra Constitución sólo dispone de dos medios para terminar 

anticipadamente el mandato o representación (salvo, por supuesto, la muerte o la renuncia). 

Estos son: el enjuiciamiento por delitos comunes o políticos -artículo 266- y la revocatoria del 

mandato -artículo 72-, una de las innovaciones de la nueva Carta Magna que confiere, 

precisamente, el carácter participativo a nuestra democracia.”
9
  

El mismo razonamiento de derecho constitucional estricto que se aplica a los casos de 

terminación de mandatos de elección popular, por supuesto se aplica a los casos de 

inhabilitación para el ejercicio del derecho político a ser electo, de la esencia del régimen 

democrático. 

2. Las restricciones al ejercicio del derecho político de acceder a cargos públicos no 

electivos o de nombramiento 

En el segundo caso de motivos de restricción de los derechos políticos, particularmente 

en relación con el derecho de acceder a funciones públicas para ejercer cargos públicos no 

electivos, mediante nombramiento o designación, el alcance de la norma de la Convención 

Americana y de su implementación ha sido interpretada en muchos países en una forma 

menos estricta que la antes mencionada, por no estar en juego el ejercicio de un derecho 

esencial a la democracia como sería el derecho activo y pasivo al sufragio, este último, ante 

órganos representativos del pueblo.  

En efecto, en los casos del ejercicio de un derecho político que se ejerce ante la 

Administración Pública en sentido lato, mediante nombramiento o designación 

administrativos, sin vínculo con el principio democrático representativo e incluso 

independientemente del régimen democrático que pueda existir, se ha flexibilizado la 

aplicación del motivo de restricción a su ejercicio basado en “condena, por juez 

competente, en proceso penal,” es decir, en cuanto a la necesaria exigencia en la 

                                                 
8
 Véase en http://www.tsj.gov.ve:80/decisiones/scon/Agosto/1265-050808-05-1853.htm 

9
  Véase en http://www.tsj.gov.ve/decisiones/scon/Octubre/2444-201004-04-0425%20.htm  
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Convención Americana de una decisión judicial de “condena,” pronunciada por un “juez 

competente” en lo penal, en un “proceso penal,” habiendo establecido las leyes, que 

determinados órganos administrativos como los órganos de control fiscal (Contralorías 

Generales), mediante un procedimiento administrativo en el cual se garantice plenamente el 

debido proceso, podrían dictar sanciones administrativas de inhabilitación política para 

hacer cesar a un funcionario en su cargo o para que un ex funcionario pudiera acceder a 

funciones públicas, las cuales, incluso, cuando el funcionario está ejerciendo su cargo, es 

una sanción administrativa accesoria a la principal de destitución.  

En estos casos es que podría decirse que pudieran existir espacios no judiciales que 

permiten imponer medidas administrativas sancionatorias que incluyen la inhabilitación 

para ejercer cargos públicos, pero nunca podrían implicar (i) la destitución del 

representante electo por la naturaleza popular de la investidura pues de lo contrario, tal 

como lo ha dicho la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia en la antes 

mencionada sentencia No. 2444 de 20 de octubre de 2004 (caso: Tulio Rafael Gudiño 
Chiraspo), colidiría “con la normativa constitucional que estatuye que tales cargos pueden 

ser objeto de referendo revocatorio”;
10
 ni (ii) podría implicar la inhabilitación de un 

ciudadano para ser elegido mediante sufragio, pues lesionaría el principio democrático 

representativo.  

Se trata, como lo dijo la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia en 

sentencia No 1266 de 6 de agosto de 2008 (caso: Acciones de nulidad contra el el artículo 

105 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República), refiriéndose a 

Venezuela, del ejercicio de una potestad sancionadora atribuida al Contralor General de la 

República que está “referida al ámbito administrativo: es decir, que no es una sanción 

política” pues la misma “se ciñe a la función administrativa vista la naturaleza jurídica de la 

Contraloría General de la República.”
11
  

Por ello es totalmente errada y contradictoria la afirmación de la misma Sala 

Constitucional, en la misma sentencia últimamente citada, de que la sanción de 

inhabilitación impuesta por la Contraloría “surte efectos para el desempeño de la función 

administrativa, indistintamente de cuál sea el origen; esto es por concurso, designación o 

elección popular,” y de que “esta inhabilitación dictada por la Contraloría “se extiende a 

toda función administrativa, incluso las que derivan del cargo de elección popular.”  

Aparte de que la Sala Constitucional no definió qué entiende por “función 

administrativa” se olvidó mencionar que los funcionarios electros popularmente, ante todo, 

cumplen una “función política” como es representar al pueblo y conducir el gobierno de 

una entidad política en la organización territorial del Estado.  

En todo caso, para ambas circunstancias, tanto para la elección de cargos de 

representación como para la remoción de los representantes electos de sus cargos, rige la 

misma apreciación que la Sala Constitucional hizo en la citada sentencia No. 2444 de 20 de 

octubre de 2004 (caso: Tulio Rafael Gudiño Chiraspo), aún cuando solo se haya referido a 
la destitución del funcionario, al señalar que dado que la destitución y la suspensión de un 

funcionario de un cargo de elección popular coliden con la normativa constitucional refería 

al referendo revocatorio de mandatos:  

                                                 
10
  Véase en http://www.tsj.gov.ve/decisiones/scon/Octubre/2444-201004-04-0425%20.htm  

11
  Véase en http://www.tsj.gov.ve/decisiones/scon/Agosto/1266-060808-06-0494.htm 
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“siendo ello así, al igual que con los cargos que tienen un régimen especial para la destitución, 

es ese el mecanismo para cuestionar la legitimidad de la actuación del representante popular, y 

las sanciones que sin duda alguna se le pudieran imponer con ocasión a ilícitos administrativos, 

civiles o disciplinarios, según el caso, encuentran su límite en esa circunstancia, sólo 

desvirtuable con ocasión al establecimiento de una responsabilidad penal.”
12
 

Y lo mismo sucede con el derecho a ser elegido, que es un derecho político que tiene 

todo ciudadano, solo desvirtuable con ocasión al establecimiento de una responsabilidad 

penal que implique la aplicación de la pena accesoria de inhabilitación política sólo con 

ocasión de penas principales de prisión o presidio.  

3. La importancia del respeto a la voluntad popular en una sociedad democrática 

respecto de cargos electivos 

 El principio democrático representativo, por otra parte, impone la necesidad de 

respetar la voluntad popular, de manera que un funcionario electo no puede ser removido 

salvo por la voluntad popular expresada para revocarle el mandato, cuando ello esté 

previsto en las Constituciones, o salvo mediante un juicio político que esté igualmente 

regulado expresamente en las Constituciones con todas las garantías del debido proceso.  

El mandato del pueblo al elegir un funcionario, en cambio, nunca puede ser revocado 

mediante un acto administrativo, así emane de un órgano de control fiscal. Y el mismo 

principio aplica a la elección del representante popular, en el sentido de que es el pueblo 

quién decide a quien elegir mediante su voto, lo que sólo puede ser impedido por el juez 

penal cuando mediante condena dictada en proceso penal inhabilita a un ciudadano para ser 

electo para ejercer cargos de representación popular, por lo que no puede corresponder a la 

decisión de un funcionario administrativo el determinar quien puede o no ser electo para 

cargos representativos.  

Es decir, conforme a la Constitución de Venezuela, solo se puede excluir del ejercicio 

de los derechos políticos que corresponden a los ciudadanos (y el derecho a participar como 

candidato en las elecciones es uno de ellos -derecho pasivo al sufragio-), a quienes estén 

sujetos a inhabilitación política o a interdicción civil (art. 39 de la Constitución), y ello solo 

puede ocurrir mediante sentencia firme, es decir, decisión judicial dictada en un proceso 

penal en la que se imponga al condenado la pena de inhabilitación política (que sólo se 

concibe en Venezuela como una pena accesoria a la pena principal en materia penal) 

conforme al Código Penal, o (ii) decisión judicial dictada en un proceso civil en el cual se 

declare entredicha a la persona (interdicción civil) conforme al Código Civil. 

III. LAS LIMITACIONES ADMINISTRATIVAS RESPECTO DEL EJERCICIO DE 
CARGOS PÚBLICOS DE NOMBRAMIENTO EN EL MARCO DEL RÉGIMEN 
DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA Y LA SANCIÓN ADMINISTRATIVA 
DE INHABILITACIÓN  
La situación es distinta cuando se trata del derecho al ejercicio de cargos públicos 

mediante nombramiento. Todos los ciudadanos tienen derecho a acceder a los mismos en 

iguales condiciones, siendo el término de su ejercicio materia de orden administrativa, de 

manera que los funcionarios públicos pueden ser destituidos por las causales que establezca 

la Ley, mediante actos administrativos disciplinarios, incluso como consecuencia de 

                                                 
12
  Véase en http://www.tsj.gov.ve/decisiones/scon/Octubre/2444-201004-04-0425%20.htm  
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medidas de control fiscal. Para ello se prevé en el artículo 144 de la Constitución que 

corresponde a la ley establecer el Estatuto de la función pública mediante normas sobre el 

ingreso, ascenso, traslado, suspensión y retiro de los funcionarios de la Administración 

Pública, y proveer su incorporación a la seguridad social.
13
 

1. Las funciones de la Contraloría General de la República 

La tradición en Venezuela con motivo de las facultades de la Contraloría General de la 

República de declarar la responsabilidad o culpabilidad administrativa de un funcionario 

público, después de establecerse en la Ley de Carrera Administrativa de 1971 que ello era 

una causal de “destitución” del funcionario público afectado, que como sanción 

disciplinaria debía imponerse por el funcionario competente (generalmente el superior 

jerárquico del mismo),
14
 condujo a que en la reforma de la Ley Orgánica de la Contraloría 

General de la República de 1975 se previera que además de la destitución, el auto de 

responsabilidad administrativa, podía ser acompañado de una decisión imponiendo al 

funcionario destituido la “inhabilitación para el ejercicio de la función pública” durante un 

período determinado (art. 84), como sanción disciplinaria accesoria, nunca principal.  

Es decir, a la decisión de la Contraloría General declarando la responsabilidad 

administrativa, le debían seguir unas sanciones administrativas destinadas a ser aplicadas 

única y exclusivamente a funcionarios públicos nombrados en el ámbito regulado por la 

Ley de Carrera Administrativa de 1971, que son los que se pueden “destituir,” siendo la 

inhabilitación para el ejercicio de la función pública” originalmente concebida como una 

sanción accesoria a la “destitución.”  

La responsabilidad o culpabilidad administrativa se podía declarar respecto de personas 

que ejercieran cargos de elección popular, pero como los mismos no podían ser 

“destituidos” administrativamente, no se previó en la Ley en forma alguna que se pudiera 

dictar respecto de ellos medida alguna que pudiera implicar suspensión o remoción de su 

cargo electivo, por ser el mismo fruto de la voluntad popular, y menos que se pudiera 

decidir la inhabilitación para ejercer en el futuro, así fuera temporalmente, su derecho a ser 

electo representante mediante sufragio. 

La reforma de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República de 1984 en lo 

que se refiere a su artículo 84, sin eliminar el carácter accesorio que tiene la sanción de 

inhabilitación para el ejercicio de funciones públicas respecto de la sanción de destitución, 

aplicable sólo a los funcionarios de nombramiento o designación (no electos), teniendo en 

cuenta que muchas veces la decisión de responsabilidad administrativa en realidad se 

dictaba mucho tiempo después de que el funcionario hubiese sido removido de su cargo o 

                                                 
13
  Ley del Estatuto de la Función Pública, Gaceta Oficial Nº 37.522 de 06-09-2002 

14
  La causal de destitución de funcionarios públicos como sanción disciplinaria, como consecuencia de los 

autos de culpabilidad administrativa dictado por la Contraloría General de la República, se propuso 

inicialmente en el Proyecto de Ley sobre Funcionarios Públicos que elaboramos en la Comisión de 

Administración Pública en 1970 (Véase en  http://allanbrewercarias.com/Content/449725d9-f1cb-474b-

8ab2-

41efb849fea3/Content/I,%202,%205.%20%20Proyecto%20de%20Ley%20sobre%20Funcionarios%20P

úblcios%20CAP%201970.doc).pdf  ), lo cual fue acogido en la Ley de Carrera Administrativa de 1971, 

artículo 62.5.  Véase lo expuesto en Allan R. Brewer-Carías, El Estatuto de los Funcionarios Públicos en 

la Ley de carrera Administrativa, Comisión de Administración Pública, Caracas 1971, pp. 108 ss. y 117. 

Véase en http://allanbrewercarias.com/Content/449725d9-f1cb-474b-8ab2-

41efb849fea5/Content/II.1.15.pdf  
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hubiese renunciado al mismo, lo que no extinguía su responsabilidad, tuvo por objeto única 

y exclusivamente agregar que dicha sanción de inhabilitación podía ser aplicada 

excepcionalmente “aún cuando el declarado responsable se haya separado de la función 

pública” correspondiendo siempre la aplicación de la sanción al máximo jerarca 

administrativo del organismo del Estado donde ocurrieron los hechos. 

Es decir, se trata de sanciones administrativas, aplicadas en el campo de la función 

pública administrativa, integrada por funcionarios nombrados o designados (no electos), 

que correspondían ser dictadas por el superior jerárquico del órgano de la Administración 

Pública correspondiente, y que nunca podían implicar ni la “destitución” de funcionarios 

electos, ni su inhabilitación política. 

El fundamento y sentido de dicha normativa puede decirse que se siguió en la Ley 

Orgánica de la Contraloría General de la República de 1995, en el sentido de referirse a las 

sanciones administrativas a funcionarios públicos designados o nombrados parte de la 

función pública administrativa (no electa), con solo dos variaciones:  

La primera, incorporada al artículo 121 de la Ley Orgánica, que atribuyó al Contralor 

General de la República la potestad para imponer directamente, como consecuencia de su 

decisión de responsabilidad administrativa, sanciones pecuniarias de multa.  

Y la segunda, incorporada en el artículo 122 de la Ley Orgánica, en la cual luego de 

ratificar que la sanción de “destitución” como consecuencia del auto de responsabilidad 

administrativa debe imponerse por la máxima autoridad jerárquica como lo preveía desde el 

inicio la Ley de Carrera Administrativa, agregó que dicha autoridad jerárquica “o la propia 

Contraloría” podían “imponer, además, la inhabilitación para el ejercicio de la función 

pública” por un período determinado.  

De ello resultaba, que la sanción disciplinaria de inhabilitación para el ejercicio de 

cargos públicos, seguía siendo accesoria a la sanción disciplinaria destitución, previéndose 

sin embargo, como excepción, que también se podía imponer aún cuando el declarado 

responsable se hubiese separado del cargo. 

Esta disposición fue nuevamente reformada en 2001, habiéndose seguido en la Ley 

Orgánica de la Contraloría General de la República (art. 105), la misma fundamentación de 

principio de considerar a la sanción disciplinaria de inhabilitación para el ejercicio de 

cargos como accesoria a la sanción disciplinaria de “destitución” y, por tanto, aplicable sólo 

a funcionarios administrativos (no electos) con dos nuevas variantes:  

La primera, que al Contralor General de la República se le atribuyó directamente “de 

manera exclusiva y excluyente, la potestad de decidir la “destitución” del funcionario 

responsable (potestad que hasta esa reforma correspondía al superior jerárquico de la 

Administración correspondiente conforme a la ley de carrera Administrativa), dejándose en 

manos del superior jerárquico respectivo solo la “ejecución” de la decisión.  

La segunda, además de imponer la sanción de destitución, se atribuye al Contralor 

General, en general y adicionalmente (“e imponer” dice la norma), la potestad de imponer 

al funcionario destituido “la inhabilitación para el ejercicio de sunciones públicas” por un 

tiempo determinado. Esta sanción sigue siendo concebida en la Ley Orgánica de 2001 

como sanción disciplinaria accesoria a la sanción disciplinaria de destitución, y 

exclusivamente destinada a ser aplicada a funcionarios de nombramiento o designación, es 

decir, que ejerzan cargos públicos mediante designación o nombramiento por las 

autoridades administrativas (no electos por voto popular).  



 16 

A tal efecto se especifica en la norma, siendo esta la tercera variante de la misma, que 

las máximas autoridades de los organismos sujetos a control, “antes de proceder a la 

designación de cualquier funcionario público, están obligados a consultar el registro de 

inhabilitados” que lleva la Contraloría; indicándose que “toda designación realizada al 

margen de esta norma será nula.” Ello evidencia la intención de la norma al regular la 

inhabilitación para el ejercicio de cargos, de referirse exclusivamente a funcionarios de 

designación o nombramiento  

De lo anterior resulta, que desde el origen del artículo 84 en la ley Orgánica de la 

Contraloría de 1975 hasta la norma del artículo 105 de la Ley Orgánica de la Contraloría de 

2001, la intención del Legislador que se deriva del propio texto de las normas, ha sido 

siempre prever la sanción de inhabilitación para ejercer cargos públicos como una sanción 

administrativa disciplinaria aplicable sólo y exclusivamente a funcionarios de 

nombramiento o designación en la función pública (nunca de funcionarios electos), que son 

los que pueden ser “destituidos;” y además, siempre como una sanción administrativa 

disciplinaria accesoria a la sanción disciplinaria administrativa principal, que es 

precisamente la destitución, pudiendo sin embargo aplicarse excepcionalmente, sin implicar 

destitución en aquellos casos en los cuales, para el momento en que se dicta el auto de 

responsabilidad administrativa, ya el funcionario haya renunciado o haya sido removido. 

Por tanto, no hay fundamento ni constitucional ni legal alguno en Venezuela para que 

se pueda considerar que el ejercicio de un derecho político esencial al principio 

democrático representativo como es el derecho a ser elegido para cargos de representación 

popular pueda ser suspendido por decisión administrativa de la Contraloría General de la 

República, que no tiene competencia para imponer la sanción de inhabilitación política que 

sólo pueden imponer los jueces penales competentes, mediante una condena penal resultado 

de un proceso penal, estando referida la potestad sancionatoria atribuida a la Contraloría 

General de la República conforme a la Ley Orgánica que rige sus funciones en materia de 

inhabilitación para ejercer cargos públicos, a aquellos funcionarios públicos de la 

Administración que pueden ser “destituidos,” que son sólo los que pueden ser designados o 

nombrados por otras autoridades administrativas, lo que es completamente inaplicable a los 

funcionarios electos por sufragio universal y secreto como representantes populares. 

2. La ausencia de imparcialidad de la Contraloría General de la República en los 

procedimientos administrativos de imposición de sanciones de inhabilitación a los 

funcionarios públicos  

Pero en el supuesto negado de que se pudiera considerar que una instancia no judicial, 

es decir, de orden administrativo o de control fiscal, como podría ser la Contraloría General 

de la República de Venezuela (que no es un “juez competente”), pudiera ser competente 

para imponer la sanción administrativa (que no es una “condena”) de inhabilitación política 

para impedirle a un ciudadano poder ejercer su derecho político a ser elegido, mediante un 

acto administrativo dictado como resultado de un procedimiento administrativo (que no es 

un “proceso penal”) –supuesto que negamos jurídicamente en Venezuela-, la condición 

esencial para que ello pudiera llegarse a admitir –circunstancia que insistimos, negamos- 

sería que dicho procedimiento administrativo desarrollado ante la Contraloría General de la 

República se ajustara a las garantías judiciales del debido proceso que están establecidas en 

el artículo 8 de la Convención Americana, y ello, simplemente, es imposible. 
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En efecto, como se ha dicho, entre las garantías judiciales que establece la Convención 

Americana que configuran el derecho al debido proceso, están no solo la necesidad de un 

tribunal preexistente con autonomía e independencia, que decida con imparcialidad y con 

competencia para decidir, sino que el proceso que se desarrolle ante el mismo, se realice 

conforme a las normas de procedimiento establecidas en las leyes, respetándose el principio 

de la igualdad entre las partes, asegurándose la estabilidad de las actuaciones procesales, la 

cosa juzgada y la efectividad de lo decidido. Como lo ha detallado Héctor Faúndez 

Ledezma: 

“La garantía de este derecho, en cuanto eminentemente procesal, requiere de la satisfacción de 

ciertas condiciones previas al proceso mismo, especialmente en lo que se refiere a las 

características que debe presentar el tribunal; sin la satisfacción de esos requisitos mínimos, 

previos a la iniciación de cualquier proceso, éste nunca podría llegar a ser justo y equitativo. En 

segundo lugar, y en lo que se refiere al proceso como tal, este derecho debe estar basado en 

ciertos principios básicos, o en algunas normas generales que permitan determinar su contenido 

y alcance, junto con la naturaleza y características de las garantías específicas que van a derivar 

de los principios antes referidos, y que están diseñadas para asegurar la justicia y rectitud del 

proceso. En tercer término, hay que examinar las condiciones que debe tener el proceso mismo, 

y sin cuya concurrencia éste no podría ser justo. Por último —en lo concierne estrictamente a la 

determinación de acusaciones penales—, es necesario estudiar, con cierto detenimiento, cada 

una de las garantías específicas que benefician al acusado, así como el alcance y las 

circunstancias en que ellas resultan aplicables. 

Por otra parte, en cuanto instrumento para asegurar no sólo la justicia del proceso sino también 

la de su resultado, como ya se ha indicado precedentemente, este derecho está íntimamente 

relacionado con el cumplimiento de ciertas condiciones en cuanto se refiere a la naturaleza de 

la legislación substantiva que se va a aplicar, la cual también podría afectar la rectitud y 

equidad del resultado del proceso, aún antes de que éste se inicie; sin embargo, tales garantías, 

aunque estrechamente vinculadas al derecho a un juicio justo, son objeto de un derecho 

diferente (la prohibición de leyes penales ex post facto, o la garantía del principio de legalidad) 

y, en consecuencia, desde un punto de vista formal, estas condiciones no son consideradas 

como parte integrante del derecho a un juicio justo (en sentido estricto), en cuanto éste tiene un 

carácter eminentemente procesal.”
15
 

Por todo ello, podemos decir que es imposible que el procedimiento administrativo 

desarrollado ante la Contraloría General de la República para imponer la sanción 

administrativa a una persona, de inhabilitación política para el ejercicio su derecho a ser 

elegido como representante popular mediante sufragio universal y secreto, no se ajusta a las 

garantías judiciales del debido proceso que están establecidas en el artículo 8 de la 

Convención Americana, al menos por las siguientes razones. 

En primer lugar, es imposible porque ante un órgano administrativo que ejerce 

funciones administrativas de control en una relación directa que se establece entre la 

Administración controladora que investiga, y un funcionario investigado, donde la 

Administración es esencialmente “juez” y “parte” en el procedimiento; aún cuando se le 

garantizara al funcionario investigado, efectivamente, su derecho a la defensa, nunca podría 

haber algo equivalente un “juicio justo” o a un “proceso equitativo,” también llamado 

                                                 
15
  Véase Héctor Faúndez Ledezma, Administración de Justicia y Derecho Internacional de los Derechos 

Humanos (El derecho a un juicio justo), Caracas 1992, pp. 222-223. 
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derecho al “debido proceso,” o derecho a un “proceso regular,” o identificado en el artículo 

8 de la Convención Americana como conjunto de “garantías judiciales,” que apuntan a 

identificar el “conjunto de normas plasmadas en el derecho positivo y cuyo propósito es, 

precisamente, garantizar la justicia, equidad, y rectitud, de los procedimientos judiciales en 

que pueda verse involucrada una persona;”
16
 teniendo en cuenta además, su carácter 

instrumental para que, como lo ha señalado Héctor Faúndez, pueda servir de garantía para 

el ejercicio y disfrute de otros derechos, al afirmar que  

“Efectivamente, una decisión judicial injusta o arbitraria —además de constituir en sí misma 

una violación de un derecho humano— puede constituir la herramienta adecuada para 

justificar, legitimar, o amparar, la privación previa de otros derechos humanos (tales como la 

vida, la libertad personal, la libertad de expresión, el derecho al trabajo, etc.), o la lesión de 

otros intereses jurídicamente protegidos, distintos de los derechos humanos (como, por 

ejemplo, la privación de la propiedad); además, aún cuando tales violaciones no hayan sido 

directamente cometidas por el poder judicial, éste se puede hacer cómplice de las mismas 

mediante la adopción de decisiones que —por apartarse de los principios y normas de un 

proceso regular— resultan injustas y constituyen el sello mediante el cual se procura lograr la 

impunidad de tales atropellos y abusos de poder.”
17
  

Respecto de este derecho al debido proceso, como lo explicó la sentencia Nº 157 de 17 

de febrero de 2000 de la Sala Político Administrativa del Tribunal Supremo de Justicia de 

Venezuela, (Caso: Juan C. Pareja P. vs. MRI):  

“Se trata de un derecho complejo que encierra dentro de sí, un conjunto de garantías que se 

traducen en una diversidad de derechos para el procesado, entre los que figuran, el derecho a 

acceder a la justicia, el derecho a ser oído, el derecho a la articulación de un proceso debido, 

derecho de acceso a los recursos legalmente establecidos, derecho a un tribunal competente, 

independiente e imparcial, derecho a obtener una resolución de fondo fundada en derecho, 

derecho a un proceso sin dilaciones indebidas, derecho a la ejecución de las sentencias, entre 

otros, que se vienen configurando a través de la jurisprudencia. Todos estos derechos se 

desprenden de la interpretación de los ocho ordinales que consagra el artículo 49 de la Carta 

Fundamental.”  

Tanto la doctrina como la jurisprudencia comparada han precisado, que este derecho no debe 

configurarse aisladamente, sino vincularse a otros derechos fundamentales como lo son, el 

derecho a la tutela efectiva y el derecho al respeto de la dignidad de la persona humana...  

El artículo 49 del Texto Fundamental vigente consagra que el debido proceso es un derecho 

aplicable a todas las actuaciones judiciales y administrativas, disposición que tiene su 

fundamento en el principio de igualdad ante la ley, dado que el debido proceso significa que 

ambas partes en el procedimiento administrativo, como en el proceso judicial, deben tener 

igualdad de oportunidades, tanto en la defensa de sus respectivos derechos como en la 

producción de las pruebas destinadas a acreditarlos.”18 

Por ello, en los procedimientos administrativos en los cuales por lo general no hay dos 

partes en contienda, es decir, en la terminología de la Sala Constitucional, donde no haya 

                                                 
16
  Idem, pp. 211 y 212. 

17
 Idem,, pp. 212 y 213. 

18
  Véase en Revista de Derecho Público, Nº 81, (enero-marzo), Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 

2000, p. 135. 
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unas “ambas partes” con igualdad de oportunidades para su defensa y producción de 

pruebas, y donde, al contrario, lo que hay es por una parte, una “parte” administrativa que 

investiga y decide con todo el poder del Estado, y por la otra, un administrado sujeto a 

investigación, pero donde la primera parte es la que resuelve el asunto, es decir, es el “juez 

y parte”, nunca podría estar garantizado plenamente el derecho al debido proceso o a las 

“garantías judiciales,” razón por la cual, mediante esos procedimientos no se puede decidir 

respecto del funcionario o parte investigado, la pérdida de un derecho constitucional como 

el derecho a ser electo, lo que sólo podría corresponder en  exclusiva a los tribunales de 

justicia, los cuales deben ser conducidos pos jueces independientes e imparciales 

encargados de dirimir los conflictos entre partes en el proceso, en plano de igualdad. Ello 

incluso, se concibe así, al menos teóricamente, en el proceso penal acusatorio, donde una de 

las partes es siempre Fiscalía General de la República que investiga, imputa y acusa, y la 

otra parte es el acusado, correspondiendo a ambas partes dirimir el conflicto ante un juez 

penal competente, independiente e imparcial, que debe asegurar la igualdad de 

oportunidades de ambas partes.  Por ello, sería imposible que se pudiera llegar a hablar de 

existencia de debido proceso o de garantías judiciales en el proceso penal acusatorio, si en 

el mismo, el Fiscal del Ministerio Público fuera quien además de tener a su cargo la 

realización de la investigación penal contra una persona, así como la tarea de formularle la 

imputación y acusación sobre la comisión de delitos, fuera luego el llamado a decidir el 

proceso penal. Ello sería, para decir lo menos, aberrante desde el punto de vista jurídico.  

Pues lo mismo puede decirse del procedimiento administrativo de investigación o 

averiguación administrativa establecido en la Ley Orgánica de la Contraloría General de la 

República para determinar la responsabilidad administrativa de los investigados e 

inhabilitar políticamente a los funcionarios, donde la Administración contralora es quien 

investiga y formula cargos y además es quien decide, imponiendo sanciones al investigado 

declarado culpable administrativo. Si sólo se tratara de imposición de multas 

administrativas e, incluso, de decidir la destitución del cargo, que son competencias 

esenciales de la Administración respecto de sus funcionarios, podría admitirse que el 

sancionado tendría recursos judiciales para su defensa; sin embargo, cuando se trata de 

decisiones administrativas adoptadas sin la garantía esencial del tribunal independiente e 

imparcial, o su equivalente, mediante las cuales se prive a un ciudadano de un derecho 

político como el derecho a ser electo que la Constitución le garantiza, la violación a sus 

garantía judiciales es aberrante, como sucede precisamente cuando se aplica el artículo 105 

de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la república tendiente a privarle a un 

funcionario uno de sus derechos de la ciudadanía como es el derecho a ser electo en 

sufragio directo y secreto para ocupar cargos de representación de la voluntad popular.  

No es posible que se pueda concebir que mediante un procedimiento administrativo 

conducido por una Administración de control fiscal pueda despojarse a un ciudadano de un 

derecho político, cuando quien decide el procedimiento es la misma entidad que investiga y 

declara la responsabilidad del funcionario. La autoridad decisora, en ese caso, nunca podría 

llegar a considerarse como equivalente a nada que se parezca a un juez independiente e 

imparcial; al contrario, es una autoridad decisora que es esencialmente parcializada en el 

sentido que resulta de su propia “investigación.”  
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3. Las sanciones administrativas de inhabilitación administrativa impuestas por la 

Contraloría General de la República no se dictan en ejercicio de funciones 

jurisdiccionales 

Pero en segundo lugar, también es imposible que el procedimiento administrativo 

desarrollado ante la Contraloría General de la República conforme al artículo 105 de la ley 

Orgánica tendiente a despojar a un funcionario de su derecho político a ser electo por el 

pueblo, se pueda llegar a considerar que se pueda ajustar a las garantías judiciales del 

debido proceso que están establecidas en el artículo 8 de la Convención Americana, pues la 

Contraloría, en esos casos, actúa como un órgano administrativo de control, ejerciendo una 

función netamente de control, y en ningún caso equiparable a la “función jurisdiccional,” 

que siempre implica la existencia de al menos dos partes que son ajenas a la entidad 

decisora, y en relación con las cuales ésta decide el asunto asegurando la igualdad de las 

partes. 

En efecto, en Venezuela, entre las funciones del Estado y de sus órganos, además de la 

función normativa y de la función política, se distinguen las funciones jurisdiccionales, de 

control y administrativa.
19
 Cuando los órganos del Estado ejercen la función jurisdiccional, 

conocen, deciden o resuelven controversias entre dos o más pretensiones, es decir, 

controversias en las cuales una parte esgrime pretensiones frente a otra. El ejercicio de la 

función jurisdiccional se ha atribuido como función propia a los tribunales de la República, 

pero sin ser ello una atribución exclusiva y excluyente, pues ciertamente otros órganos 

estatales pueden ejercer la función jurisdiccional. 

En efecto, muchos órganos administrativos realizan funciones jurisdiccionales cuando 

sus autoridades deciden controversias entre partes declarando el derecho aplicable en un 

caso concreto dentro de los límites de su competencia,20por lo que puede decirse que la 

función jurisdiccional, si bien es una “función propia” de los órganos judiciales, no es una 

función privativa y exclusiva de ellos, pues otros órganos estatales también la ejercen. Es 

decir, el “ejercicio de la jurisdicción [no está] supeditada a la jurisdicción ejercida por el 

poder judicial”
21
. Sin embargo, lo que sí es una función privativa y exclusiva de los 

tribunales es el ejercicio de la función jurisdiccional a través de un proceso (Art. 257) en 

una forma determinada: con fuerza de verdad legal, mediante actos denominados 

sentencias, que es la única forma como se pueden afectar o eliminar o suspender derechos 

constitucionales de las personas. Sólo los tribunales pueden resolver controversias y 

declarar el derecho en un caso concreto, con fuerza de verdad legal, por lo que sólo los 

órganos del Poder judicial pueden desarrollar la “función judicial” (función jurisdiccional 

ejercida por los tribunales). Los demás órganos del Estado que realizan funciones 

jurisdiccionales lo hacen a través de actos administrativos condicionados por la legislación. 

Los órganos de la Contraloría General de la República, en ese sentido, nunca –léase 

bien- nunca podrían ejercer una función jurisdiccional, pues nunca, en ninguno de los 

                                                 
19
  Véase Allan R. Brewer-Carías, Principios Generales del Derecho Público, Editorial Jurídica  

Venezolana, Caracas 2005, pp 73 ss 
20
  Véase, sentencias de la antigua Corte Suprema de Justicia en Sala Política Administrativa de 18-7-63, en 

Gaceta Forense Nº 41, Caracas 1963, pp. 116 y 117; de 27-5-68, en Gaceta Forense N° 60, Caracas 

1969, pp. 115 y 118; y de 9-7-69, en Gaceta Forense N° 65, Caracas 1969, pp. 70 y ss. 
21
  Véase sentencia de 05-10-2000 (caso Héctor Luis Quintero), citada en sentencia Nº 3098 de la Sala 

Constitucional (Caso: nulidad artículos Ley Orgánica de la Justicia de Paz) de 13-12-2004, en Gaceta 

Oficial Nº 38.120 de 02-02-2005. 
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procedimientos que establece su Ley Orgánica conocen, deciden o resuelven controversias 

entre dos o más pretensiones que corresponden a dos o más administrados o funcionarios, 

es decir, controversias en las cuales una parte esgrime pretensiones frente a otra, y la 

entidad decisora es en principio imparcial.  

Al contrario, en los procedimientos que se desarrollan ante la Contraloría General de la 

República, esta lo que ejerce es una función de control al vigilar, supervisar y velar por la 

regularidad del ejercicio de las actividades realizadas por los funcionarios y administrados 

en relación con el manejo de fondos públicos.  

En fin, reiterando, la Contraloría General de la República, nunca podría ser considerado 

como equivalente a un “juez imparcial e independiente” en el procedimiento desarrollado 

para determinar la responsabilidad administrativa de los funcionarios públicos (arts. 95 ss), 

pues en realidad, en el mismo, es un órgano de investigación administrativa (art. 77), actor 

y director del procedimiento, que lo inicia cuando considere que surgen elementos de 

convicción o prueba que pudieran dar lugar a la declaratoria de responsabilidad 

administrativa o a la imposición de multas (art. 96), lo que hace mediante auto motivado 

que se debe notificar a los interesados, según lo previsto en la Ley Orgánica de 

Procedimientos Administrativos (art. 96), es decir, como lo hace cualquier otro funcionario 

de la Administración Pública que el procedimiento administrativo siempre es juez y parte; 

procedimiento en el cual es la propia Contraloría quien imputa a un funcionario de 

determinados hechos que investiga (art. 79) que el propio órgano decide. Como órgano de 

investigación o averiguación administrativa, no tiene ni puede tener nada de imparcialidad 

en los procedimientos que inicia ni de independencia en el ejercicio de su función 

investigadora. 

4.  La ausencia de efectiva autonomía de la Contraloría General de la República en el 

régimen autoritario venezolano, dada la ausencia de separación de poderes 

En tercer lugar, tampoco es posible que el procedimiento administrativo desarrollado 

ante la Contraloría General de la República conforme al artículo 105 de la ley Orgánica 

tendiente a despojar a un funcionario de su derecho político a ser electo por el pueblo, se 

pueda llegar a considerar que se pueda ajustar a las garantías judiciales del debido proceso, 

pues en ningún caso la Contraloría General de la República se puede considerar que sea un 

órgano efectivamente autónomo e independiente de los otros Poderes del Estado, en 

particular, del Poder Ejecutivo. Al contrario, en la práctica del sistema de separación 

orgánica de poderes en Venezuela, aún cuando se haya incluido a la Contraloría dentro del 

llamado Poder Ciudadano que forma parte de la penta división del Poder Público que regula 

la Constitución, el sistema de tal separación de poderes se ha desdibujado en Venezuela, 

estando todos los poderes del Estado al servicio del Poder Ejecutivo.
22
 Ello se confirma, por 

                                                 
22
  Sólo así se entiende porqué el Presidente de la república en Venezuela puede llegar a decir, por ejemplo, 

al referirse a los decretos leyes que dictó en agosto de 2008 implementando la rechazada reforma 

constitucional de 2007, simplemente: “Yo soy la Ley. Yo soy el Estado,”
22 

repitiendo las mismas frases 

que ya había dicho en 2001, aún cuando con un pequeño giro (entonces dijo “La Ley soy yo. El Estado 

soy yo” (Véase en El Universal, Caracas 12 de abril de 2001, pp. 1,1 y 2,1). Es también lo único que 

puede explicar, que un Jefe de Estado en 2009 pueda calificar a “la democracia representativa, la división 

de poderes y el gobierno alternativo” como doctrinas que “envenenan la mente de las masas” (Véase la 

reseña sobre “Hugo Chávez Seeks To Cach Them Young,” The Economist, 22-28 de Agosto de 2009, p. 

33). Lass mencionadas expresiones las utilizó el Presidente al referirse también a la legislación delegada 

que había sancionado violando la Constitución y que la Sala Constitucional se ha abstenido de controlar. 
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lo demás, con la declaración de la Presidenta del Tribunal Supremo de Justicia dada en 

diciembre de 2009, proponiendo una reforma a la Constitución de 1999 para 

definitivamente eliminar el principio de la separación de poderes el cual que “debilitaba al 

Estado” siendo uno de los aspectos de la Constitución que contradecía la implementación 

del proyecto político del régimen.
23
 

El desprecio al principio, por lo demás, ya ha sido objeto de decisiones de la propia 

Sala Constitucional, como la adoptada mediante sentencia No. 1049 de 23 de julio de 2009 

en la cual ha considerado que “la llamada división, distinción o separación de poderes fue, 

al igual que la teoría de los derechos fundamentales de libertad, un instrumento de la 

doctrina liberal del Estado mínimo” y “un modo mediante el cual se pretendía asegurar que 

el Estado se mantuviera limitado a la protección de los intereses individualistas de la clase 

dirigente.”24 

En ese contexto de un régimen político autoritario, donde el principio de la separación 

de poderes no es más que un eufemismo, es imposible considerar que la Contraloría 

General de la República pueda llegar siquiera a actuar como órgano independiente y 

autónomo del Poder Ejecutivo, razón por la cual nunca el procedimiento administrativo que 

se desarrolla en dicho organismo para determinar la responsabilidad administrativa de los 

funcionarios e imponerle sanciones como la inhabilitación para ejercer su derecho político a 

ser electos mediante sufragio como representantes populares, pueda llegar a considerarse 

que se desarrolla en alguna forma “similar” a un proceso en el cual se aseguren las 

garantías judiciales del funcionario investigado.  

5.  La ausencia de garantías del debido proceso en el procedimiento administrativo 

desarrollado ante la Contraloría General de la República para imponer sanciones 

administrativas de inhabilitación a los funcionarios públicos  

Por último, en cuarto lugar, tampoco es posible que el procedimiento administrativo 

desarrollado ante la Contraloría General de la República conforme al artículo 105 de la ley 

Orgánica tendiente a despojar a un funcionario de su derecho político a ser electo por el 

pueblo, se pueda llegar a considerar que se pueda ajustar a las garantías judiciales del 

debido proceso indicadas en el artículo 8 de la Convención Americana, porque en el 

                                                                                                                                                     
Esas frases, como sabemos, se atribuyeron en 1661 a Luis XIV para calificar el gobierno absoluto de la 

Monarquía, cuando a la muerte del cardenal Gulio Raimondo Mazarino, el Rey asumió el gobierno sin 

nombrar un sustituto como ministro de Estado; pero la verdad histórica es que incluso Luis XIV nunca 

llegó a expresar esas frases (Véase Yves Guchet, Histoire Constitutionnelle Française (1789–1958), Ed. 

Erasme, Paris 1990, p.8). Por ello, oírlas de boca de Jefe de Estado de nuestros tiempos, es suficiente 

para entender la trágica situación institucional de Venezuela, precisamente caracterizada por la completa 

ausencia de separación de poderes, de independencia y autonomía del Poder Judicial y, en consecuencia, 

de gobierno democrático. Véase el resumen de esta situación en Teodoro Petkoff, “Election and Political 

Power. Challenges for the Opposition”, en ReVista. Harvard Review of Latin America, David 

Rockefeller Center for Latin American Studies, Harvard University, Fall 2008, pp. 12. Véase además,  

Allan R. Brewer-Carías, Dismantling Democracy, Cambridge University Press, New York, 2010. 
23
  Véase la reseña de Juan Francisco Alonso en relación con las declaraciones de Luisa Estela Morales, 

“Morales: ‘La división de poderes debilita al estado.’ La presidenta del TSJ afirma que la Constitución 

hay que reformarla,” en El Universal, Caracas 5 de diciembre de 2009. Véase lo expuesto por dicha 

funcionaria en  http://www.tsj.gov.ve/informacion/notasde prensa/notasdeprensa.asp?codigo=7342.  
24
  Véase en http://www.tsj.gov.ve/decisiones/scon/Julio/1049-23709-2009-04-2233.html 
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mismo, tal como está regulado en los artículos 96 y siguientes de la ley Orgánica, no se 

respetan ni aseguran los múltiples derechos que derivan de dichas garantías judiciales.  

En efecto, como lo ha indicado la Sala Constitucional del Tribunal Supremo en 

sentencia Nº 80 de 1 de febrero de 2001 (Caso: Impugnación de los artículos 197 del 

Código de Procedimiento Civil y 18 de la Ley Orgánica del Poder Judicial) al referirse al 

artículo 49 que establece el derecho al debido proceso en Venezuela: 

“La referida norma constitucional, recoge a lo largo de su articulado, la concepción que 

respecto al contenido y alcance del derecho al debido proceso ha precisado la doctrina más 

calificada, y según la cual el derecho al debido proceso constituye un conjunto de garantías, 

que amparan al ciudadano, y entre las cuales se mencionan las del ser oído, la presunción de 

inocencia, el acceso a la justicia y a los recursos legalmente establecidos, la articulación de un 

proceso debido, la de obtener una resolución de fondo con fundamento en derecho, la de ser 

juzgado por un tribunal competente, imparcial e independiente, la de un proceso sin dilaciones 

indebidas y por supuesto, la de ejecución de las sentencias que se dicten en tales procesos. Ya 

la jurisprudencia y la doctrina habían entendido, que el derecho al debido proceso debe 

aplicarse y respetarse en cualquier estado y grado en que se encuentre la causa, sea ésta judicial 

o administrativa, pues dicha afirmación parte del principio de igualdad frente a la ley, y que en 

materia procedimental representa igualdad de oportunidades para las partes intervinientes en el 

proceso de que se trate, a objeto de realizar -en igualdad de condiciones y dentro de los lapsos 

legalmente establecidos- todas aquellas actuaciones tendientes a la defensa de sus derechos e 

intereses.” 

Por otra parte, en particular, en relación con el proceso penal o sancionatorio en 

general, la Sala Político Administrativa del mismo Tribunal Supremo de Justicia ha 

precisado las siguientes garantías derivadas del debido proceso: el derecho al Juez natural 
(numeral 4 del artículo 49); el derecho a la presunción de inocencia (numeral 2 del artículo 

49); el derecho a la defensa y a ser informado de los cargos formulados (numeral 1 del 

artículo 49); el derecho a ser oído (numeral 3 del artículo 49); el derecho a un proceso sin 

dilaciones indebidas (numeral 8 del artículo 49); el derecho a utilizar los medios de prueba 

pertinentes para su defensa (numeral 1 del artículo 49); el derecho a no confesarse culpable 

y no declarar contra sí misma (numeral 5 del artículo 49); y el derecho a la tutela judicial 

efectiva de los derechos e intereses del procesado (artículo 26 de la Constitución). 

En cuanto a las garantía judiciales establecidas en el artículo 8 de la Convención 

Americana, las mismas se refieren, además de la existencia de un juez competente, 

independiente e imparcial, las siguientes: derecho a ser oído, con las debidas garantías y 

dentro de un plazo razonable, (art. 8.1); derecho a la presunción de inocencia mientras no se 

establezca legalmente su culpabilidad (art. 8.2); derecho a ser asistido gratuitamente por el 

traductor o intérprete (art. 8.2.a); derecho a recibir comunicación previa y detallada de los 

cargos formulados (art. 8.2.b); derecho de disponer del tiempo y de los medios adecuados 

para la preparación de su defensa (art. 8.2.c); derecho del inculpado de defenderse 

personalmente o de ser asistido por un defensor de su elección y de comunicarse libre y 

privadamente con su defensor (art. 8.2.d); derecho irrenunciable de ser asistido por un 

defensor proporcionado por el Estado, remunerado o no según la legislación interna, si el 

inculpado no se defendiere por sí mismo ni nombrare defensor dentro del plazo establecido 

por la ley (art. 8.2.e); derecho de la defensa de interrogar a los testigos presentes en el 

organismo y de obtener la comparecencia, como testigos o peritos, de otras personas que 

puedan arrojar luz sobre los hechos (art. 8.2.f); derecho a no ser obligado a declarar contra 
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sí mismo ni a declararse culpable (art. 8.2.g); y derecho de recurrir de la decisión ante un 

órgano superior (art. 8.2.h); la garantía de que la confesión del inculpado no puede ser 

válida si es hecha bajo coacción (art. 8.3); la garantía del non bis in idem (art. 8.4); y el 

derecho a que el proceso penal sea público (art. 8.5).  

Ahora bien si se confrontan estas garantías con las previsiones de los artículos 95 y 

siguientes de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República que establece el 

procedimiento para la formulación de reparos, la declaratoria de la responsabilidad 

administrativa y la imposición de multas (art. 95), se observa que en el mismo se prevé lo 

siguiente:  

1) La iniciación del procedimiento de oficio, por denuncia o a solicitud de algún 

organismo si el organismo considera que hay elementos de convicción o prueba que 

pudiere dar lugar a para la formulación de reparos, la declaratoria de la responsabilidad 

administrativa y la imposición de multas (arts. 96 y 97);  

2) La notificación a los interesados del auto de apertura del procedimiento en el cual 

deben describirse los hechos imputados, identificarse los sujetos presuntamente 

responsables e indicarse los correspondientes elementos probatorios y las razones que 

comprometen, presumiblemente, su responsabilidad (art. 98);  

3) La disposición de un término de 15 días hábiles siguientes a la fecha de notificación 

del auto de apertura, para que los interesados puedan indicar la prueba (cualquier medio de 

prueba no prohibido legalmente)que a su juicio desvirtúen los elementos de prueba o 

convicción que motivaron el inicio del procedimiento (arts. 99 y 100);  

4) La realización a los 15 días siguientes de vencido el plazo anterior, de una audiencia 

oral y pública ante la Contraloría para que los interesados presenten los argumentos que 

consideren les asisten para la mejor defensa de sus intereses (art. 101); 

5) La decisión el mismo día, o a más tardar el día siguiente, en forma oral y pública, 

sobre si se formula el reparo, se declara la responsabilidad administrativa, se impone la 

multa, se absuelve de dichas responsabilidades, o se pronuncia el sobreseimiento (art. 103); 

 6) La atribución al Contralor General de la República para que con posterioridad “de 

manera exclusiva y excluyente, sin que medie ningún otro procedimiento,” pueda acordar 

en atención a la entidad del ilícito cometido:  

“la suspensión del ejercicio del cargo sin goce de sueldo por un período no mayor de 

veinticuatro (24) meses o la destitución del declarado responsable, cuya ejecución quedará a 

cargo de la máxima autoridad; e imponer, atendiendo la gravedad de la irregularidad cometida, 

su inhabilitación para el ejercicio de funciones públicas hasta por un máximo de quince (15) 

años, en cuyo caso deberá remitir la información pertinente a la dependencia responsable de la 

administración de los recursos humanos del ente u organismo en el que ocurrieron los hechos 

para que realice los trámites pertinentes”(art. 105). 

7) La posibilidad de que el interesado pueda ejercer un recurso de reconsideración sin 

efectos suspensivos ante la misma autoridad que dictó el acto (arts. 107, 110);  

8) la posibilidad de que el interesado pueda ejercer un recurso de nulidad contencioso 

administrativo (arts. 108, 110); y  

9) La previsión final de que el procedimiento antes mencionado no impide el ejercicio 

inmediato de las acciones civiles y penales a que hubiere lugar ante los tribunales 
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competentes “y los  procesos seguirán su curso sin que pueda alegarse excepción alguna 

por la falta de cumplimiento de requisitos o formalidades exigidas por esta Ley”(art. 111).  

Estas previsiones de procedimiento administrativo, por supuesto, examinadas en si 

mismas y aún cuando no se realicen por un órgano que pueda considerarse equivalente a un 

juez competente imparcial e independiente, no responden a los estándares de las garantías 

judiciales establecidas en la Convención Americana. Entre otros aspectos, en el 

procedimiento previsto en la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República:  

1) No se garantiza el derecho a ser oído “dentro de un plazo razonable” en la 

sustanciación de la imputación en contra del funcionario (art. 8.1, Convención). La 

imputación se formula al notificársele un auto de apertura del procedimiento dándosele al 

funcionario sólo 15 días hábiles para aportar pruebas y defenderse (art. 99, Ley Orgánica) , 

nada menos que frente a la perspectiva de poder perder su derecho político a ser elegido 

para cargos de representación popular por un período de hasta 15 años !!;  

2)  No se garantiza la presunción de inocencia del imputado hasta que se establezca 

legalmente su culpabilidad (art. 8.2, Convención), ya que iniciado el procedimiento y antes 

de que siquiera se notifique al imputado sobre el inicio del procedimiento, puede ser 

demandado por los mismos hechos no probados y los cuales no han podido haber sido 

desvirtuados, ante los tribunales civiles y penales (art. 111, Ley Orgánica);  

3) No se garantiza al imputado del “tiempo y de los medios adecuados para la 

preparación de su defensa” (art. 8.2.c), ya que como se dijo, los 15 día hábiles para indicar 

la prueba que presentarán en el acto público (art. 99, Ley Orgánica) son totalmente 

insuficientes para poder preparar una adecuada defensa sobre todo ante la perspectiva de 

sanciones administrativa tan draconianas como las establecidas en la Ley;  

4) No se garantiza al imputado su “derecho irrenunciable” de ser asistido por un 

defensor proporcionado por el Estado (art. 8.2.e, Convención);  

5) No se garantiza el derecho del imputado de interrogar testigos (art. 8.2.f, 

Convención);  

6) No se garantiza la segunda instancia administrativa, es decir el derecho de recurrir la 

decisión ante un superior jerárquico (art. 8.2.h); y si bien se prevé la posibilidad de intentar 

una acción de nulidad ante la jurisdicción contencioso administrativa, se niega el derecho 

del recurrente a solicitar la suspensión temporal de las sanciones mientras dure el juicio de 

nulidad (art. 110); y  

7) Finalmente se niega el derecho de toda persona de reclamar contra las violaciones de 

la Ley, al indicarse que intentadas acciones civiles y penales contra el imputado aún antes 

de que se lo haya declarado culpable o responsable administrativamente, sin embargo, se le 

niega toda posibilidad de que “pueda alegarse excepción alguna por falta de cumplimiento 

de requisitos o formalidades exigidas por esta Ley” (art. 111), lo que es la negación de la 

garantía de la tutela judicial efectiva y del control de legalidad de las actuaciones 

administrativas. 

6.  La ausencia de garantía del derecho a la defensa en el procedimiento administrativo 

que se desarrolla ante la Contraloría General de la República para inhabilitar 

administrativamente a los funcionarios públicos 

En particular en relación con las mencionadas garantías vinculadas al derecho a la 

defensa el artículo 8 de la Convención Americana y en particular el artículo 49.1 de la 
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Constitución de Venezuela los establecen como derechos inviolables en todo estado y grado 

de la investigación y del proceso, en particular, el derecho de toda persona a ser notificada 

de los cargos por los cuales se la investiga, de acceder a las pruebas y de disponer del 

tiempo y de los medios adecuados para ejercer su defensa. El derecho a la defensa, como lo 

dijo hace varias décadas Michael Stassinopoulos, “es tan viejo como el mundo”;
25
 y es 

quizás el derecho más esencial inherente a la persona humana. Por ello nunca está demás 

recordar su formulación jurisprudencial histórica en el famoso caso decidido en 1723 por 

una Corte inglesa (Caso Dr. Bentley), en el cual el juez Fortescue, al referirse al mismo 

como un principio de natural justice, señaló: 

“La objeción por falta de citación o notificación jamás puede ser superada. Las leyes de Dios y 

de los hombres, ambas, dan a las partes una oportunidad para ejercer su defensa. Recuerdo 

haber oído que se observó en un ocasión, que incluso Dios mismo no llegó a dictar sentencia 

respecto a Adam, sin antes haberlo llamado a defenderse: “Adam (dijo Dios) ¿dónde estás?. 

¿Has comido del árbol respecto del cual te ordené que no debías comer? y la misma pregunta se 

la formuló a Eva.”
26
 

Sobre el derecho a la defensa, de indudable rango constitucional, la antigua Corte 

Suprema de Justicia de Venezuela, en Sala Político Administrativa, ha señalado que el 

mismo: 

“debe ser considerado no sólo como la oportunidad para el ciudadano encausado o presunto 

infractor de hacer oír sus alegatos, sino como el derecho de exigir del Estado el cumplimiento 

previo a la imposición de toda sanción, de un conjunto de actos o procedimientos destinados a 

permitirle conocer con precisión los hechos que se le imputan y las disposiciones legales 

aplicables a los mismos, hacer oportunamente alegatos en su descargo y promover y evacuar 

pruebas que obren en su favor. Esta perspectiva del derecho a la defensa es equiparable a lo que 

en otros Estados ha sido llamado como el principio del “debido proceso.”
27
 

Ha agregado la Corte Suprema, además que el derecho a la defensa: 

“constituye una garantía inherente a la persona humana, y es, en consecuencia, aplicable en 

cualquier clase de procedimientos que puedan derivar en una condena.”
28
 

El derecho a la defensa, en todo caso, ha sido amplio y tradicionalmente analizado por 

la jurisprudencia del Tribunal Supremo así como por la de la antigua Corte Suprema de 

Justicia de Venezuela, considerándose como “garantía que exige el respeto al principio 

esencial de contradicción, conforme al cual, las partes enfrentadas, en condiciones de 

igualdad, deben disponer de mecanismos suficientes que les permitan alegar y probar las 

circunstancias tendientes al reconocimiento de sus intereses, necesariamente, una sola de 

ellas resulte gananciosa”. (Sentencia No. 1166 de 29 de junio de 2001, Ponente Magistrado 

                                                 
25
 Véase Le droit a la défense devant les autorités administratives, París 1976, p. 50 

26
 Véase la cita en S.H. Bailey, C.A. Cross y JF. Garner, Cases and materials in administrative Law, 

London 1977, pp. 348 a 351. 
27
 Sentencia de 17-11-83, en Revista de Derecho Público, N° 16, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 

1983, p. 151. 
28
   Sentencia de la Sala Político Administrativa de 23-10-86, Revista de Derecho Público, N° 28, Editorial 

Jurídica Venezolana, Caracas 1986, pp. 88 y 89. 
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Jesús Eduardo Cabrera Romero, Caso: Alejandro Moreno vs. Sociedad Mercantil Auto 

Escape Los Arales, S.R.L.)
29
 

El derecho a la defensa, como garantía del debido proceso, por tanto, no puede ser 

desconocido ni siquiera por el legislador,
30
 como lo ha hecho en la Ley Orgánica de la 

Contraloría General de la República tal como antes se ha indicado. Así en efecto se ha 

expresado la misma Sala Constitucional en sentencia No 321 de 22 de febrero de 2002, con 

Ponencia del Magistrado Jesús Eduardo Cabrera Romero (Caso: Papeles Nacionales 

Flamingo, C.A. vs. Dirección de Hacienda del Municipio Guacara del Estado Carabobo) 

en la que indicó que las limitaciones al derecho de defensa en cuanto derecho fundamental, 

derivan por sí mismas del texto constitucional, y si el Legislador amplía el espectro de tales 

limitaciones, las mismas devienen en ilegítimas, señalando lo siguiente:  

“Debe observarse que tanto el artículo 68 de la abrogada Constitución, como el 49.1 de la 

vigente, facultan a la ley para que regule el derecho a la defensa, regulación que se ve atendida 

por el ordenamiento adjetivo. Ello en modo alguno quiere significar que sea disponible para el 

legislador el contenido del mencionado derecho, pues éste se halla claramente delimitado en las 

mencionadas disposiciones; si no que por el contrario, implica un mandato al órgano legislativo 

de asegurar la consagración de mecanismos que aseguren el ejercicio del derecho de defensa de 

los justiciables, no sólo en sede jurisdiccional, incluso en la gubernativa, en los términos 

previstos por la Carta Magna. De esta forma, las limitaciones al derecho de defensa en cuanto 

derecho fundamental derivan por sí mismas del texto constitucional, y si el Legislador amplía 

el espectro de tales limitaciones, las mismas devienen en ilegítimas; esto es, la sola previsión 

legal de restricciones al ejercicio del derecho de defensa no justifica las mismas, sino en la 

medida que obedezcan al aludido mandato constitucional. 

El derecho a la defensa, por tanto, es un derecho constitucional absoluto, “inviolable” en todo 

estado y grado de la causa dice la Constitución, el cual corresponde a toda persona, sin distingo 

alguno si se trata de una persona natural o jurídica, por lo que no admite excepciones ni 

limitaciones
31
. Dicho derecho “es un derecho, fundamental que nuestra Constitución protege y 

                                                 
29
  Esto ya lo había sentado la sentencia Nº 3682 de 19 de diciembre de 1999, la Sala Político 

Administrativa de la antigua Corte Suprema de Justicia al destacar que el reconocimiento constitucional 

del derecho a la defensa se extiende a todas las relaciones de naturaleza jurídica que ocurren en la vida 

cotidiana, y con especial relevancia, en aquellas situaciones en las cuales los derechos de los particulares 

son afectados por una autoridad pública o privada; de manera que el derecho constitucional impone que 

en todo procedimiento tanto administrativo como judicial, “se asegure un equilibrio y una igualdad entre 

las partes intervinientes, garantizándole el derecho a ser oída, a desvirtuar lo imputado o a probar lo 

contrario a lo sostenido por el funcionario en el curso del procedimiento”. Véase en Revista de Derecho 

Público, Nº 79-80, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 1999. 
30
  Por ello, ha sido por la prevalencia del derecho a la defensa que la Sala Constitucional, siguiendo la 

doctrina constitucional establecida por la antigua Corte Suprema de Justicia
30
, ha desaplicado por 

ejemplo normas que consagran el principio solve et repete como condición para acceder a la justicia 

contencioso-administrativa, por considerarlas inconstitucionales. Véase Sentencia Nº 321 de 22 de 

febrero de 2002 (Caso: Papeles Nacionales Flamingo, C.A. vs. Dirección de Hacienda del Municipio 

Guacara del Estado Carabobo Véase en Revista de Derecho Público, Nº 89-92, Editorial Jurídica 

Venezolana, Caracas 2002.. 
31  

Por ello, por ejemplo, la Corte Primera de lo Contencioso Administrativo, en sentencia 15-8-97 (Caso: 

Telecomunicaciones Movilnet, C.A. vs. Comisión Nacional de Telecomunicaciones (CONATEL) señaló 

que. “resulta inconcebible en un Estado de Derecho, la imposición de sanciones, medidas prohibitivas o 

en el general, cualquier tipo de limitación o restricción a la esfera subjetiva de los administrados, sin que 

se de oportunidad alguna de ejercicio de la debida defensa”. Véase en Revista de Derecho Público, Nº 

71-72, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 1997, pp. 154-163. 
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que es de tal naturaleza, que no puede ser suspendido en el ámbito de un estado de derecho, por 

cuanto configura una de las bases sobre las cuales tal concepto se erige”
32
.  

Todas las Salas del Tribunal Supremo han reafirmado el derecho a la defensa como 

inviolable. Así, por ejemplo, la Sala de Casación Civil en sentencia Nº 39 de 26 de abril de 

1995 (Caso: A.C. Expresos Nas vs. Otros), ha señalado sobre “el sagrado derecho a la 

defensa” es un “derecho fundamental cuyo ejercicio debe garantizar el Juez porque ello 

redunda en la seguridad jurídica que es el soporte de nuestro estado de derecho; más 

cuando la causa sometida a su conocimiento se dirige a obtener el reconocimiento y 

posterior protección de los derechos con rango constitucional.” Este derecho, ha agregado 

la Sala, “es principio absoluto de nuestro sistema en cualquier procedimiento o proceso y 

en cualquier estado y grado de la causa.”
 33

 En otra sentencia No 160 de 2 de junio de 1998, 

la Sala de casación Civil reiteró dicho derecho ha “entenderse como la posibilidad cierta de 

obtener justicia del tribunal competente en el menor tiempo posible, previa realización, en 

la forma y oportunidad prescrita por la ley, de aquellos actos procesales encaminados a 

hacer efectivos los derechos de la persona” agregando que, por tanto, no es admisible “que 

alguien sea condenado si antes no ha sido citado, oído y vencido en proceso judicial 

seguido ante un juez competente, pues en tal caso se estaría ante una violación del principio 

del debido proceso.”
34
  

Por su parte la Sala de Casación Penal de la antigua Corte Suprema de Justicia en 

sentencia de 26 de junio de 1996, sostuvo que:  

“El derecho a la defensa debe ser considerado no sólo como la oportunidad para el ciudadano o 

presunto infractor de hacer oír sus alegatos, sino como el derecho de exigir del Estado e 

cumplimiento previo a la imposición de toda sanción de un conjunto de actos o procedimientos 

destinados o permitirle conocer con precisión los hechos que se le imputan, las disposiciones 

legales aplicables a los mismos, hacer oportunamente alegatos en su descargo y promover y 

evacuar pruebas que obren en su favor. Esta perspectiva del derecho de defensa es equiparable 

a lo que en otros estados de derecho ha sido llamado como principio del debido proceso.”
35
 

La Corte Plena de la antigua Corte Suprema de Justicia, por su parte, en sentencia de 30 

de julio de 1996, enmarcó el derecho a la defensa dentro del derecho de los derechos 

humanos, protegido además en el ámbito de los instrumentos internacionales sobre 

derechos humanos, conforme al principio de la progresividad, señalando lo siguiente:  

“Por ello, la Constitución de la República estatuye que la defensa pueda ser propuesta en todo 

momento, “en todo estado y grado del proceso”, aún antes, entendiéndose por proceso, según 

Calamandrei, “el conjunto de operaciones metodológicas estampadas en la ley con el fin de 

llegar a la justicia”. Y la justicia la imparte el Estado. En el caso concreto que se estudia, a 

través de este Alto Tribunal. El fin que se persigue es mantener el orden jurídico.  

Así mismo, debe anotar la Corte que en materia de Derechos Humanos, el principio jurídico de 

progresividad envuelve la necesidad de aplicar con preferencia la norma más favorable a los 

                                                 
32
  Así lo estableció la Sala Político Administrativa de la antigua Corte Suprema de Justicia, en sentencia Nº 

572 de 18-8-97. (Caso: Aerolíneas Venezolanas, S.A. (AVENSA) vs. República (Ministerio de Transporte 

y Comunicaciones). 
33
  Véase en Jurisprudencia Pierre Tapia, N° 4, Caracas, abril 1995, pp. 9-12  

34
  Véase en Jurisprudencia Pierre Tapia, N° 6, junio 1998, pp. 34-37 

35
  Véase en Jurisprudencia Pierre Tapia,  N° 6, Caracas, junio 1996 
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derechos humanos, sea de Derecho Constitucional, de Derecho Internacional o de derecho 

ordinario. Esta doctrina de interpenetración jurídica fue acogida en sentencia de 3 de diciembre 

de 1990 por la Sala Político-Administrativa, en un caso sobre derechos laborales, conforme a 

estos términos: 

‘...Igualmente debe señalarse que el derecho a la inamovilidad en el trabajo de la mujer 

embarazada y el derecho a disfrutar del descanso pre y post-natal constituyen derechos 

inherentes a la persona humana los cuales se constitucionalizan, de conformidad con el artículo 

50 de nuestro Texto Fundamental. Según el cual “la enunciación de los derechos y garantías 

contenido en esta Constitución no debe entenderse como negación de otros que, siendo 

inherentes a la persona humana, no figuren expresamente en ella. La falta de ley reglamentaria 

de estos derechos no menoscaba el ejercicio de los mismos...’” 

Desde el punto de vista internacional, considera este Alto Tribunal que importa fortalecer la 

interpretación sobre esta materia, señalando la normativa existente. 

Así, entre otros, el artículo 8 letra b) de la Convención Americana de Derechos Humanos 

(Pacto de San José de Costa Rica), establece lo siguiente: 

“Toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro de un plazo 

razonable por un Juez o Tribunal competentes, independiente e imparcial establecido con 

anterioridad por la ley, en la sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra ella, 

o para la determinación de sus derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de 

cualquier carácter”. 

De la misma manera, el Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos, garantiza a 

toda persona el derecho a ser juzgado por sus jueces naturales, mediante proceso legal y justo, 

en el cual se aseguren en forma transparente todos sus derechos. 

Esta normativa rige en plenitud dentro del país. Al efecto y tal como se indicó anteriormente, el 

artículo 50 de la Constitución de la República consagra la vigencia de los derechos implícitos 

conforme a la cual: 

“La enunciación de los derechos y garantías contenidas en esta Constitución no debe 

entenderse como negación de otros que, siendo inherentes a la persona humana no figuran 

expresamente en ella”. 

A ello se agrega que las reproducidas disposiciones de tipo internacional se encuentran 

incorporadas al ordenamiento jurídico interno, conforme a lo previsto en el artículo 128 de la 

Constitución de la República.
36
 

Pero además, con ocasión de la entrada en vigencia de la Constitución de 1999, la 

nueva Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, particularmente en sentencias 

con Ponencias del Magistrado Jesús Eduardo Cabrera Romero, ha insistido en el carácter 

absoluto e inviolable del derecho a la defensa. Así, por ejemplo, en sentencia No. 97 de 15 

de marzo de 2000 (Caso: Agropecuaria Los Tres Rebeldes, C.A. vs. Juzgado de Primera 

Instancia en lo Civil, Mercantil, Tránsito, Trabajo, Agrario, Penal, de Salvaguarda del 

Patrimonio Público de la Circunscripción Judicial del Estado Barinas), la Sala señaló:  

                                                 
36
  Véase en Revista de Derecho Público, N° 67-68, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 1996, pp. 169-

171. 
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“Se denomina debido proceso a aquél proceso que reúna las garantías indispensables para que 

exista una tutela judicial efectiva. Es a esta noción a la que alude el artículo 49 de la 

Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, cuando expresa que el debido proceso 

se aplicará a todas las actuaciones judiciales y administrativas. 

Pero la norma constitucional no establece una clase determinada de proceso, sino la necesidad 

de que cualquiera sea la vía procesal escogida para la defensa de los derechos o intereses 

legítimos, las leyes procesales deben garantizar la existencia de un procedimiento que asegure 

el derecho de defensa de la parte y la posibilidad de una tutela judicial efectiva. 

De la existencia de un proceso debido se desprende la posibilidad de que las partes puedan 

hacer uso de los medios o recursos previstos en el ordenamiento para la defensa de sus 

derechos e intereses. En consecuencia, siempre que de la inobservancia de las reglas procesales 

surja la imposibilidad para las partes de hacer uso de los mecanismos que garantizan el derecho 

a ser oído en el juicio, se producirá indefensión y la violación de la garantía de un debido 

proceso y el derecho de defensa de las partes.”
37
 

Es decir, en definitiva, el procedimiento administrativo previsto en la Ley Orgánica de 

la Contraloría General de la República para la declaración de la responsabilidad 

administrativa de los funcionarios públicos, imponerles multas, destituirlos de sus cargos e 

imponerles la sanción administrativa de inhabilitación política para ejercer su derechos 

ciudadano a ser electo para cargos de elección popular por u n período hasta de 15 años, a 

pesar de la previsión de la notificación, de cargos, un breve lapso para presentar pruebas, de 

una audiencia pública y oral, y de recursos judiciales, no reúne la condición esencial del 

debido proceso pues no se adapta a los estándares establecidos en materia de garantía 

judiciales en el artículo 8 de la Convención Americana, aparte de que la Contraloría 

General de la República en si misma, no pueda ser considerada como equivalente a un juez 

“imparcial” (artículo 8.1 de la Convención), y menos aún, cuando en Venezuela existe un 

control político de todos los Poderes Públicos –incluido el “Poder Moral”- por parte del 

Poder Ejecutivo y del Poder Legislativo dada la inexistencia de separación de poderes, 

tampoco puede considerarse como equivalente a un juez  “independiente” (artículo 8.1 de la 

Convención).  

Ello es suficiente para considerar que en el procedimiento seguido ante la Contraloría,  

aparte de que no es ni siquiera sustancialmente jurisdiccional, sino administrativo, no se 

encuentra garantizado las bases esenciales de un debido proceso que pueda permitir que en 

un procedimiento administrativo se restringa el ejercicio de derechos políticos esenciales al 

régimen democrático. 

IV. LA PROTECCIÓN DEL EJERCICIO DEL DERECHO POLÍTICO AL 
SUFRAGIO PASIVO POR PARTE DE LA CORTE INTERAMERICANA DE 
DERECHOS HUMANOS (Caso Leopoldo López vs. Estado Venezolano, 
Septiembre 2011) 
La Contraloría General de la República, con ocasión de diversas averiguaciones 

administrativas abiertas contra el Sr. Leopoldo López Mendoza, quien había sido Alcalde 

de uno de los Municipios de la capital de la República (Chacao), de conformidad con el 

artículo 105 de la Ley Orgánica de la Contraloría, le impuso diversas sanciones 

                                                 
37
  Véase en Revista de Derecho Público, N° 82, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 2000. 
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administrativas, y entre ellas la de inhabilitación para el ejercicio de cargos públicos, 

afectándole su derecho constitucional a ser electo para cargos de elección popular. 

Luego de que la Sala Constitucional del Tribunal Supremo declarara sin lugar la 

denuncia de colisión del artículo 105 de la Ley Orgánica de la Contraloría con la 

Constitución y la Convención Americana de Derechos Humanos, en la sentencia antes 

mencionada No. Nº 1265/2008 dictada el 5 de agosto de 2008,
38
 (caso Ziomara Del 

Socorro Lucena Guédez vs. Contralor General de la República), el Sr. López presentó 

denuncia de violación de diversos de sus derechos fundamentales ante la Comisión 

Interamericana de Derechos Humanos, y esta posteriormente presentó formal demanda 

contra el Estado Venezolano, denunciando la violación, entre otros, del derecho de ser 

elegido del Sr. Leopoldo López, que estimó le había sido inflingido por la Contraloría 

General de la República al imponerle sanciones de inhabilitación en aplicación del artículo 

105 de la Ley Orgánica de la Contraloría, y con ocasión de un procedimiento 

administrativo de averiguaciones administrativas, las cuales le habían impedido a dicho 

ciudadano registrar su candidatura para cargos de elección popular. 

La Corte Interamericana de Derechos Humanos, con fecha 1 de septiembre de 2011 

dictó sentencia (caso López Mendoza vs. Venezuela) (Fondo, Reparaciones y Costas), en la 

cual, entre las múltiples violaciones denunciadas, se refirió específicamente a la violación 

del derecho político a ser electo, para lo cual pasó a determinar “si las sanciones de 

inhabilitación impuestas al señor López Mendoza por decisión de un órgano administrativo 

y la consiguiente imposibilidad de que registrara su candidatura para cargos de elección 

popular” eran o no compatibles con la Convención Americana de derechos Humanos” 

(Párr. 104). 

A tal efecto, la Corte Interamericana constató que el artículo 23.1 de la Convención 

establece que todos los ciudadanos deben gozar de los siguientes derechos y oportunidades, 

los cuales deben ser garantizados por el Estado en condiciones de igualdad:  

“i) a la participación en la dirección de los asuntos públicos, directamente o por representantes 

libremente elegidos;  

ii) a votar y a ser elegido en elecciones periódicas auténticas, realizadas por sufragio universal 

e igual y por voto secreto que garantice la libre expresión de los electores, y  

iii) a acceder a las funciones públicas de su país”(Párr. 106). 

Estos derechos, como todos los que consagra la Convención, es bueno recordarlo, al decir de la 

Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Venezuela, conforman:  

“una declaración de principios, derechos y deberes de corte clásico que da preeminencia a 

los derechos individuales, civiles y políticos dentro de un régimen de democracia formal. 

Obviamente, como tal, es un texto que contiene una enumeración de libertades de corte 

liberal que son valiosas para garantizar un régimen que se oponga a las dictaduras que 

han azotado nuestros países iberoamericanos desde su independencia.”
39
 

                                                 
38
     Véase en http://www.tsj.gov.ve:80/decisiones/scon/Agosto/1265-050808-05-1853.htm 

39
  Véase sentencia Nº 1265/2008 dictada el 5 de agosto de 2008, en 

http://www.tsj.gov.ve:80/decisiones/scon/Agosto/1265-050808-05-1853.htm. La Sala, sin embargo, en la 

misma sentencia se lamentaba que en la Convención no había “norma alguna sobre derechos sociales (solo 
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Por otra parte, la Corte Interamericana precisó que en artículo 23.2 de la Convención es 

el que determina cuáles son las causales que permiten restringir los derechos antes 

indicados reconocidos en el artículo 23.1, así como, en su caso, los requisitos que deben 

cumplirse para que proceda tal restricción.  

Ahora bien, en el caso sometido a su consideración, que se refería “a una restricción 

impuesta por vía de sanción,” la CIDH consideró que debería tratarse de una “condena, por 

juez competente, en proceso penal,” estimando que en el caso:  

“ninguno de esos requisitos se ha cumplido, pues el órgano que impuso dichas sanciones no era 

un “juez competente”, no hubo “condena” y las sanciones no se aplicaron como resultado de un 

“proceso penal,” en el que tendrían que haberse respetado las garantías judiciales consagradas 

en el artículo 8 de la Convención Americana” (Párr. 107). 

La Corte Interamericana, en su decisión, reiteró su criterio de que “el ejercicio efectivo 

de los derechos políticos constituye un fin en sí mismo y, a la vez, un medio fundamental 

que las sociedades democráticas tienen para garantizar los demás derechos humanos 

previstos en la Convención (Cfr. Caso Castañeda Gutman, supra nota 209, párr. 143) y que 

sus titulares, es decir, los ciudadanos, no sólo deben gozar de derechos, sino también de 

“oportunidades;” término este último que implica, al decir de la Corte Interamericana, “la 

obligación de garantizar con medidas positivas que toda persona que formalmente sea 

titular de derechos políticos tenga la oportunidad real para ejercerlos” (Cfr. Caso Yatama, 

supra nota 209, párr. 195). En el caso decidido en la sentencia, la Corte Interamericana 

precisamente consideró que “si bien el señor López Mendoza ha podido ejercer otros 

derechos políticos, está plenamente probado que se le ha privado del sufragio pasivo, es 

decir, del derecho a ser elegido” (Párr. 108). 

Fue en virtud e los anteriores argumentos que la Corte Interamericana determinó que el 

Estado venezolano violó los artículos 23.1.b y 23.2 en relación con el artículo 1.1 de la 

Convención Americana, en perjuicio de Leopoldo López Mendoza (Párr. 109), 

concluyendo que: 

“el Estado es responsable por la violación del derecho a ser elegido, establecido en los artículos 

23.1.b y 23.2, en relación con la obligación de respetar y garantizar los derechos, establecida en 

el artículo 1.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en perjuicio del señor 

López Mendoza, en los términos del párrafo 109 de la presente Sentencia” (Párr. 249). 

Por otra parte, la Comisión Interamericana había solicitado la Corte Interamericana que 

se ordenase al Estado el adoptar las medidas necesarias para reestablecer los derechos 

políticos del señor Leopoldo López Mendoza (Párr. 214), sobre lo cual, sus representantes 

solicitaron la restitución plena en el ejercicio de su “derecho político a ser electo” según el 

artículo 23 de la Convención, a fin de poder presentarse “como candidato en las elecciones 

que se celebren en la República Bolivariana de Venezuela,” solicitando además, que se 

dejasen sin efecto “las decisiones de inhabilitación dictadas por la Contraloría General de la 

República y por las distintas ramas del Poder Público Nacional “en el marco de las 

                                                                                                                                                     
hay una declaración de principios acerca de su desarrollo progresivo en el artículo 26), ni tampoco tiene 

previsión sobre un modelo distinto al demócrata liberal, como lo es la democracia participativa, ni contempla 

un tipo de Estado que en lugar de construir sus instituciones en torno al individuo, privilegie la sociedad en su 

conjunto, dando lugar a un Estado social de derecho y de justicia.” Idem 
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inhabilitaciones políticas administrativas;” y que se requiriera al Estado que el Consejo 

Nacional Electoral permitiera la su inscripción y postulación electoral para cualquier 

proceso de elecciones a celebrarse en Venezuela (Párr. 214). 

Sobre esto, y en virtud de considerar que en el case se habían violado los artículos 

23.1.b, 23.2 y 8.1, en relación con los artículos 1.1 y 2 de la Convención Americana (supra 

párrs. 109, 149, 205 y 206), la CIDH declaró que:  

“el Estado, a través de los órganos competentes, y particularmente del Consejo Nacional 

Electoral (CNE), debe asegurar que las sanciones de inhabilitación no constituyan impedimento 

para la postulación del señor López Mendoza en el evento de que desee inscribirse como 

candidato en procesos electorales a celebrarse con posterioridad a la emisión de la presente 

Sentencia (Párr. 217). 

Consecuencialmente, la CIDH declaró que el Estado debía “dejar sin efecto las 

Resoluciones Nos. 01-00-000206 de 24 de agosto de 2005 y 01-00-000235 de 26 de 

septiembre de 2005 emitidas por el Contralor General de la República (supra párrs. 58 y 

81), mediante las cuales se declaró la inhabilitación para el ejercicio de funciones públicas 

del señor López Mendoza por un período de 3 y 6 años, respectivamente” (Párr. 218), 

concluyendo en la parte final del fallo, con las siguientes dos disposiciones: 

“2. El Estado, a través de los órganos competentes, y particularmente del Consejo Nacional 

Electoral (CNE), debe asegurar que las sanciones de inhabilitación no constituyan impedimento 

para la postulación del señor López Mendoza en el evento de que desee inscribirse como 

candidato en procesos electorales a celebrarse con posterioridad a la emisión de la presente 

Sentencia, en los términos del párrafo 217 del presente Fallo;” 

“3. El Estado debe dejar sin efecto las Resoluciones Nos. 01-00-000206 de 24 de agosto de 

2005 y 01-00-000235 de 26 de septiembre de 2005 emitidas por el Contralor General de la 

República, en los términos del párrafo 218 del presente Fallo.” 

V. EL CONTROL DE CONSTITUCIONALIDAD EJERCIDO POR LA SALA 
CONSTITUCIONAL RESPECTO DE LA SENTENCA DE LA CORTE 
INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS DE 1º DE SEPTIEMBRE 
DE 2011 (Caso Leopoldo López vs. Venezuela) Y SU DECLARACIÓN COMO 
“INEJECUTABLE” EN VENEZUELA MEDIANTE SENTENCIA No. 1547 DE 
17 DE OCTUBRE DE 2011 (Caso Estado Venezolano vs. Corte Interamericana de 

Derechos Humanos).  
Contra la antes mencionada sentencia dictada por la Corte Interamericana de Derechos 

Humanos el 1 de septiembre de 2011, el día 26 de septiembre de 2011, el Procurador 

General de la República actuando en representación del Estado Venezolano, interpuso ante 

la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia lo que denominó una “acción 

innominada de control de constitucionalidad,” que la Sala sin competencia alguna para ello, 

y en franca violación de la Constitución, pasó a conocer de inmediato, decidiéndola en sólo 

veinte días, mediante sentencia No. 1547 (Caso Estado Venezolano vs. Corte 

Interamericana de Derechos Humanos) de fecha 17de octubre de 2011.
40
  

                                                 
40
  Véase en http://www.tsj.gov.ve/decisiones/scon/Octubre/1547-171011-2011-11-1130.htmll 
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1.  Las competencias de la Sala Constitucional del Tribunal Supremo 

Una de las características fundamentales de la Justicia Constitucional, o del derecho 

procesal constitucional contemporáneo, es que los Tribunales, como garantes de la 

Constitución, no sólo tienen que estar sometidos, como todos los órganos del Estado, a las 

propias previsiones de la Constitución, sino que deben ejercer sus competencias ceñidos a 

las competencias establecidas en la misma o en las leyes, cuando a ellas remita la 

Constitución para la determinación de la competencia. 

En particular, la competencia de la Jurisdicción Constitucional en materia de control 

concentrado de la constitucionalidad siempre ha sido considerada como de derecho estricto 

que tiene que estar establecida expresamente en la Constitución, y no puede ser deducida 

por vía de interpretación. Es decir, la Jurisdicción Constitucional no puede ser creadora de 

su propia competencia, pues ello desquiciaría los cimientos del Estado de derecho, 

convirtiendo al juez constitucional en poder constituyente.
41
 

En el caso de Venezuela, la Sala Constitucional del Tribunal Supremo, como 

Jurisdicción Constitucional, tiene asignadas las competencias que se enumeran en el 

artículo 336 de la Constitución y en el artículo 25 de la Ley Orgánica del Tribunal Supremo 

de Justicia de 2010, no estando prevista en ninguna de esas normas una supuesta 

competencia para someter a control de constitucionalidad, mediante el ejercicio ante ella de 

una acción e incluso de oficio, de las sentencias de la Corte Interamericana de Derechos 

Humanos. Aparte de que ello sería contrario a la Convención Americana de Derechos 

Humanos, que es de obligatorio cumplimiento mientras el Estado no la denuncie, es 

contrario al propio texto de la Constitución venezolana que en su artículo 31 prevé como 

obligación del propio Estado el adoptar, conforme a los procedimientos establecidos en la 

Constitución y en la ley, “las medidas que sean necesarias para dar cumplimiento a las 

decisiones emanadas de los órganos internacionales” de protección de derechos humanos.  

Sin embargo, como se dijo, la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia 

mediante sentencia No. 1547 de fecha 17 de octubre de 2011 (Caso Estado Venezolano vs. 

Corte Interamericana de Derechos Humanos),42 procedió al conocer de una “acción 

innominada de control de constitucionalidad” contra la mencionada sentencia de la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos.  

2.  Sobre la “acción innominada de control de constitucionalidad” de las sentencias de 

la Corte Interamericana de Derechos Humanos y su trámite 

 Para ello, el Procurador General de la República, al intentar la acción, justificó la 

supuesta competencia de la Sala Constitucional en su carácter de “garante de la supremacía 

y efectividad de las normas y principios constitucionales” (Arts. 266.1, 334, 335 y 336 de la 

Constitución, el artículo 32 de la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia), 

considerando básicamente que la República, ante una decisión de la Corte Interamericana 

de Derechos Humanos, no podía dejar de realizar “el examen de constitucionalidad en 

cuanto a la aplicación de los fallos dictados por esa Corte y sus efectos en el país,” 

considerando en general que las decisiones de dicha Corte Interamericana sólo pueden tener 

“ejecutoriedad en Venezuela,” en la medida “el contenido de las mismas cumplan el 

                                                 
41
  Véase en general, ,Allan R. Brewer-Carías, Constitutional Courts as Positive Legislators in 

Comparative Law, Cambridge University Press, New York 2011. 
42
   Véase en http://www.tsj.gov.ve/decisiones/scon/Octubre/1547-171011-2011-11-1130.htmll 
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examen de constitucionalidad y no menoscaben en forma alguna directa o indirectamente el 

Texto Constitucional;” es decir, que dichas decisiones “para tener ejecución en Venezuela 

deben estar conformes con el Texto Fundamental.”  

 Luego de analizar la sentencia de la Corte Interamericana, y referirse al carácter de 

los derechos políticos como limitables; y a la competencia de la Contraloría General de la 

República, conforme al artículo 105 de su Ley Orgánica para garantizar una 

“Administración recta, honesta, transparente en el manejo de los asuntos públicos, dotada 

de eficiencia y eficacia en la actividad administrativa en general, y especialmente en los 

servicios públicos” y para imponer “la sanción de suspensión, destitución e inhabilitación 

para el ejercicio de funciones públicas;” considerar que lo que le Contraloría le había 

impuesto al Sr. Leopoldo López había sido una “inhabilitación administrativa” y no una 

inhabilitación política que se “corresponde con las sanciones que pueden ser impuestas por 

un juez penal, como pena accesoria a la de presidio (artículo 13 del Código Penal;)” que las 

decisiones adoptadas por la Corte Interamericana con ordenes dirigidas a órganos del 

Estado “se traduce en una injerencia en las funciones propias de los poderes públicos,” 

estimando que la Corte Interamericana no puede “valerse o considerarse instancias 

superiores ni magnánimas a las autoridades nacionales, con lo cual pretendan obviar y 

desconocer el ordenamiento jurídico interno, todo ello en razón de supuestamente ser los 

garantes plenos y omnipotentes de los derechos humanos en el hemisferio americano”: y en 

fin, estimar que la sentencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos desconocía 

“la lucha del Estado venezolano contra la corrupción y la aplicación de la Convención 

Interamericana contra la Corrupción, ratificada por Venezuela el 2 de junio de 1997 y la 

Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción, ratificada el 2 de febrero de 

2009;” el Procurador General de la República consideró que la mencionada sentencia de la 

Corte Interamericana transgredía el ordenamiento jurídico venezolano, pues desconocía  

“la supremacía de la Constitución y su obligatoria sujeción, violentando el principio de 

autonomía de los poderes públicos, dado que la misma desconoce abiertamente los 

procedimientos y actos legalmente dictados por órganos legítimamente constituidos, para el 

establecimiento de medidas y sanciones contra aquellas actuaciones desplegadas por la 

Contraloría General de la República que contraríen el principio y postulado esencial de su 

deber como órgano contralor, que tienen como fin último garantizar la ética como principio 

fundamental en el ejercicio de las funciones públicas”. 

 Como consecuencia de ello, el Procurador General de la República solicitó de la 

Sala Constitucional que admitiera lo que llamó la “acción innominada de control de 

constitucionalidad”, a los efectos de que la Sala declarase “inejecutable e inconstitucional 

la sentencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos del 1 de septiembre de 

2011.” 

 Sobre esta “nueva” acción propuesta por el Procurador para el control de 

constitucionalidad de sentencias dictadas en contra del Estado por la Corte Interamericana, 

la Sala Constitucional aclaró en su sentencia que el Procurador no pretendía que se 

declarase “la nulidad” ni de la Convención Americana de Derechos Humanos ni del fallo de 

la Corte Interamericana de Derechos Humanos, aclarando por ello, la propia Sala que, por 

tanto, la “acción innominada intentada” no era un “recurso de nulidad como mecanismo de 
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control concentrado de la constitucionalidad” el cual consideró la Sala que no resultaba el 

idóneo.  

La Sala, por otra parte, también descartó que se tratase de una acción de “colisión de 

leyes,”  

“pues de lo que se trata es de una presunta controversia entre la Constitución y la ejecución de 

una decisión dictada por un organismo internacional fundamentada en normas contenidas en 

una Convención de rango constitucional, lo que excede los límites de ese especial recurso, pues 

la presunta colisión estaría situada en el plano de dos normas de rango constitucional.” 

Luego de descartar esas hipótesis de acciones de nulidad o de colisión de leyes, y 

precisar que de lo que se trataba con la acción intentada era determinar la “controversia 

entre la Constitución y la ejecución de una decisión dictada por un organismo 

internacional,” concluyó, en definitiva, que de lo que se trataba era de una acción mediante 

la cual se pretendía:   

“ejercer un “control innominado de constitucionalidad”, por existir una aparente antinomia 

entre la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, la Convención Interamericana 

de Derechos Humanos, la Convención Americana contra la Corrupción y la Convención de las 

Naciones Unidas contra la Corrupción, producto de la pretendida ejecución del fallo dictado el 

1 de septiembre de 2011, por la Corte Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), que 

condenó a la República Bolivariana de Venezuela  a la habilitación para ejercer cargos públicos 

al ciudadano Leopoldo López Mendoza.” 

Es bien sabido en el mundo de la justicia constitucional, que el juez constitucional 

como todo órgano del Estado está, ante todo, sometido a la Constitución, por lo que debe 

ceñirse a ella no sólo en la emisión de sus sentencias, sino en el ejercicio de sus propias 

competencias. Para que el juez constitucional sea garante de la Constitución tiene que 

ejercer las competencias que la Constitución le atribuye, pues de lo contrario si ejerciera 

competencias distintas estaría actuando como Poder Constituyente, modificando la propia 

Constitución, en violación a la misma. Eso es precisamente lo que ha ocurrido en este caso, 

al “inventar” la Sala Constitucional una nueva acción para el control de constitucionalidad, 

siguiendo la orientación que ya ha sentado en otros casos, como cuando “inventó” la acción 

autónoma y directa de interpretación abstracta de la Constitución mediante sentencia No.  

1077 de 22 de septiembre de 2000 (Caso: Servio Tulio León)43 que por lo demás cita con 

frecuencia en su sentencia. En aquella ocasión y en esta la Sala Constitucional actuó como 

poder constituyente al margen de la Constitución.
44
 

Ahora bien, en el caso concreto, identificado el objeto de la acción “innominada” 

que intentó el Estado Venezolano ante la Sala Constitucional, la misma consideró que le 

                                                 
43
  Véase en Revista de Derecho Público, No. 83, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2000, pp. 247 

ss.   
44
  Véase Daniela Urosa M, Maggi, La Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia como 

Legislador Positivo, Academia de Ciencias Políticas y Sociales, Serie Estudios No. 96, Caracas 2011. Véase 

nuestro “Prólogo” a dicho libro, “Los tribunales constitucionales como legisladores positivos. Una 

aproximación comparativa,” pp. 9-70. Véase en general, Allan R. Brewer-Carías, Constitutional Courts as 

Positive Legislators in Comparative Law, Cambridge University Press, New York 2011. 
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correspondía en “su condición de último interprete de la Constitución,” realizar “el debido 

control de esas normas de rango constitucional” y ponderar “si con la ejecución del fallo de 

la CIDH se verifica tal confrontación.” 

Para determinar el “alcance” de esta “acción de control constitucional” la Sala 

Constitucional recordó, por otra parte, que ya lo había hecho en anterior oportunidad, al 

“conocer sobre la conformidad constitucional del fallo de la Corte Interamericana de 

Derechos Humanos (CIDH) –Caso: Corte Primera de lo Contencioso Administrativo-,“
45
  

en la cual “asumió la competencia con base en la sentencia 1077/2000 y según lo dispuesto 

en el cardinal 23 del artículo 5 de la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia de 

2004.”
46
 

Ahora bien, en virtud de que esta previsión legal atributiva de competencia 

desapareció de la nueva ley orgánica del Tribunal Supremo de Justicia de 2010, lo que 

significaba que “la argumentación de la Sala Constitucional para asumir la competencia 

para conocer de la conformidad constitucional de un fallo dictado por la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos,” había “sufrido un cambio” al no estar incluido en 

contenido de dicha previsión atributiva de competencia en el articulo 25 de la nueva Ley 

Orgánica, la Sala, en ausencia de una previsión legal expresa que contemplase “esta 

modalidad de control concentrado de la constitucionalidad,” la Sala pasó a  

“invocar la sentencia N° 1077/2000, la cual sí prevé esta razón de procedencia de interpretación 

constitucional, a los efectos de determinar el alcance e inteligencia de la ejecución de una 

decisión dictada por un organismo internacional con base en un tratado de jerarquía 

constitucional, ante la presunta antinomia entre la Convención Interamericana de Derechos 

Humanos y la Constitución Nacional.” 

 Debe recordarse que la mencionada sentencia “invocada” N° 1077/2000, fue la 

dictada en 22 de septiembre de 2000 (Caso Servio Tulio León Briceño) en la cual, la Sala, 

sin competencia constitucional ni legal alguna, y sólo como resultado de la función 

interpretativa que el artículo 335 de la Constitución le atribuye, “inventó” la existencia de 

un recurso autónomo de interpretación abstracta de la Constitución.
47
  

                                                 
45
  Véase en Revista de Derecho Público, No. 116, Editorial Jurídica venezolana, Caracas  2008, pp. 88 

ss.  
46
  En dicha norma de la Ley de 2004 se disponía como competencia de la Sala: “Conocer de las 

controversias que pudieran suscitarse con motivo de la interpretación y ejecución de los Tratados, Convenios 

o Acuerdos Internacionales suscritos y ratificados por la República. La sentencia dictada deberá ajustarse a 

los principios de justicia internacionalmente reconocidos y será de obligatorio cumplimiento por parte del 

Estado venezolano”.   
47
  Véase sobre esta sentencia los comentarios en Marianella Villegas Salazar, “Comentarios sobre el 

recurso de interpretación constitucional en la jurisprudencia de la Sala Constitucional,” en Revista de 

Derecho Público, No. 84, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2000, pp. 417 ss.; y Allan R. Brewer-Carías, 

“Le recours d’interprétation abstrait de la Constitution au Vénézuéla”, en Le renouveau du droit 

constitutionnel, Mélanges en l’honneur de Louis Favoreu, Dalloz, Paris, 2007, pp. 61-70, y “Quis Custodiet 

Ipsos Custodes: De la interpretación constitucional a la inconstitucionalidad de la interpretación,” en Revista 

de Derecho Público, No 105, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2006, pp. 7-27, y en VIII Congreso 

Nacional de derecho Constitucional, Perú, Fondo Editorial 2005, Colegio de Abogados de Arequipa, 

Arequipa, septiembre 2005, pp. 463-489. Este último trabajo fue también recogido en el libro Allan R. 

Brewer-Carías, Crónica sobre la “In” Justicia Constitucional. La Sala Constitucional y el autoritarismo en 
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Por ello, la Sala ahora hace la “invocación” a dicha sentencia, pasando luego 

comentar la competencia establecida en el  artículo 335 de la Constitución, la cual en 

realidad, es una competencia que se atribuye al todo el Tribunal Supremo de Justicia, en 

todas sus Salas – y no sólo a la Sala Constitucional – , que es la competencia general de 

garantizar “la supremacía y efectividad de las normas y principios constitucionales,” para lo 

cual el Tribunal Supremo en su totalidad - y no sólo la Sala Constitucional – se lo define 

como “el máximo y último intérprete de la Constitución” correspondiéndole velar “por su 

uniforme interpretación y aplicación.” 

De manera que recordando la “invención” de ese recurso autónomo de 

interpretación abstracta de la Constitución, la Sala pasó a constatar, sin embargo, que el 

Legislador había eliminado la previsión antes indicada establecida en el artículo 5.23 de la 

Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia de 2004 que la Sala también había 

“invocado” para decidir el caso mencionado de la inejecución de la sentencia de la Corte 

Interamericana condenando al Estado por violación de los derechos de los magistrados de 

la Corte Primera de lo Contencioso Administrativo; y desconocido esa expresa voluntad del 

Legislador de eliminar dicha norma del ordenamiento jurídico, pasó a constatar que el 

propio Legislador no había “dictado las normas adjetivas que permitan la adecuada 

implementación de las “decisiones emanadas de los órganos internacionales” de 

conformidad con lo previsto en el artículo 31 constitucional (en su único aparte),” 

afirmando entonces de oficio, que:  

“el Estado (y, en concreto, la Asamblea Nacional) ha incurrido en una omisión “de dictar las 

normas o medidas indispensables para garantizar el cumplimiento de esta Constitución…”, a 

tenor de lo previsto en el artículo 336.7 eiusdem en concordancia con lo pautado en la 

Disposición Transitoria Sexta del mismo texto fundamental.” 

 Es  decir, la Sala Constitucional, no sólo desconoció la voluntad del Legislador en 

eliminar una norma del ordenamiento jurídico, sino que calificó dicha decisión como una 

“omisión de la Asamblea Nacional de dictar las normas necesarias para dar cumplimiento a 

las decisiones de los organismos internacionales y/o para resolver las controversias que 

podrían presentarse en su ejecución,” siendo la consecuencia de ello, la declaratoria de la 

Sala de asumir la competencia, que ni la Constitución ni la ley le atribuyen: 

“para verificar la conformidad constitucional del fallo emitido por la Corte Interamericana de 

Derechos Humanos, control constitucional que implica lógicamente un “control de 

convencionalidad” (o de confrontación entre normas internas y tratados integrantes del sistema 

constitucional venezolano), lo cual debe realizar en esta oportunidad esta Sala Constitucional, 

incluso de oficio; y así se decide.” 

En esta forma quedó formalizada por voluntad de la Sala, la “invención” de una 

modalidad de control de constitucionalidad, que puede tener su origen en una acción pero 

que la Sala declara que también puede ejercer de oficio. No es esta, sin embargo, la primera 

                                                                                                                                                     
Venezuela, Colección Instituto de Derecho Público. Universidad Central de Venezuela, No. 2, Editorial 

Jurídica Venezolana, Caracas 2007, pp. 47-79. 
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vez que la Sala Constitucional muta la Constitución específicamente en materia de justicia 

constitucional.
48
 

En cuanto a la “acción” intentada por el Procurador en este caso, la admitió pura y 

simplemente, pasando a establecer que como no se trataba de una “demanda” de 

interpretación de normas o principios del sistema constitucional (artículo 25.17 de la Ley 

Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia), “sino de una modalidad innominada de control 

concentrado que requiere de la interpretación para determinar la conformidad constitucional 

de un fallo”, la Sala, con fundamento en el artículo 98 de la Ley Orgánica del Tribunal 

Supremo de Justicia, en concordancia con el párrafo primero del artículo 145 eiusdem, 

determinó que “al tratarse de una cuestión de mero derecho,” la causa no requería de 

sustanciación, ignorando incluso el escrito presentado por el Sr. López, entrando a decidir 

la causa “sin trámite y sin fijar audiencia oral para escuchar a los interesados ya que no 

requiere el examen de ningún hecho,” incluso, “omitiéndose asimismo la notificación a la 

Fiscalía General de la República, la Defensoría del Pueblo y los terceros interesados,” todo 

ello, a juicio de la sala, “en razón de la necesidad de impartir celeridad al pronunciamiento 

por la inminencia de procesos de naturaleza electoral, los cuales podrían ser afectados por 

la exigencia de ejecución de la sentencia objeto de análisis.” 

Quedó en esta forma “formalizada” en la jurisprudencia de la Sala Constitucional en 

Venezuela, actuando como Jurisdicción Constitucional, y sin tener competencia 

constitucional alguna para ello, la existencia de una “acción innominada de control de 

constitucionalidad” destinada a ejercerse contra las sentencias de la Corte Interamericana 

de Derechos Humanos. Es decir, el Estado venezolano, con esta sentencia, estableció un 

control de las sentencias que la Corte Interamericana pueda dictar contra el mismo, 

condenándolo por violación de derechos humanos, cuya ejecución en relación con el Estado 

condenado, queda a su sola voluntad, determinada por su Tribunal Supremo de Justicia a su 

propia solicitud a través del Procurador General de la Republica. Se trata, en definitiva, de 

un absurdo sistema de justicia en el cual el condenado en una decisión judicial es quien 

determina si la condena que se le ha impuesto es o no ejecutable. Eso es la antítesis de la 

justicia.  

3.   El tema de la jerarquía constitucional de los tratados sobre derechos humanos, la 

negación del poder de los jueces a decidir su aplicación preferente, y el monopolio 

del control de constitucionalidad asumido por la Sala respecto de las decisiones de la 

Corte Interamericana. 

La Sala Constitucional pasó entonces, en las “motivaciones para decidir,” a analizar 

la sentencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos de 1 de septiembre de 2011, 

en la cual declaró responsable internacionalmente al Estado “por haber presuntamente 

                                                 
48
  Véase Allan R. Brewer-Carías, “La ilegítima mutación de la constitución por el juez constitucional: 

la inconstitucional ampliación y modificación de su propia competencia en materia de control de 

constitucionalidad. Trabajo elaborado para el Libro Homenaje a Josefina Calcaño de Temeltas. Fundación de 

Estudios de Derecho Administrativo (FUNEDA), Caracas 2009, pp. 319-362; “La ilegítima mutación de la 

Constitución por el juez constitucional y la demolición del Estado de derecho en Venezuela.,” en Revista de 

Derecho Político, No. 75-76, Homenaje a Manuel García Pelayo, Universidad Nacional de Educación a 

Distancia, Madrid, 2009, pp. 291-325. 
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vulnerado el derecho político a ser elegido (sufragio pasivo) del ciudadano Leopoldo López 

Mendoza con base en unas sanciones de inhabilitación de tres (3) y seis (6) años para el 

ejercicio de funciones públicas que le fueron impuestas por el Contralor General de la 

República;” y en la cual la Corte Interamericana resolvió el caso “mediante la aplicación de 

lo dispuesto por el artículo 23 de la Convención Americana, porque se trata de sanciones 

que impusieron una restricción al derecho a ser elegido, sin ajustarse a los requisitos 

aplicables de conformidad con el párrafo 2 del mismo, relacionado con “una condena, por 

juez competente, en proceso penal” (destacado de la Sala). 

Ahora bien, entre los primeros párrafos de la sentencia de la Corte Interamericana, 

la Sala Constitucional destacó el siguiente sobre el rango constitucional y la fuerza 

obligatoria de los Convenios internacionales en materia de derechos humanos el derecho 

interno, como lo indica el artículo 23 de la Constitución,49 y la obligación de los jueces de 

ejercer el control de convencionalidad para asegurar su aplicación, en el cual la Corte 

Interamericana dijo:   

“Pero cuando un Estado es parte de un tratado internacional como la Convención Americana, 

todos sus órganos, incluidos sus jueces y demás órganos vinculados a la administración de 

justicia, también están sometidos a aquél, lo cual les obliga a velar para que los efectos de las 

disposiciones de la Convención no se vean mermadas por la aplicación de normas contrarias a 

su objeto y fin. Los jueces y órganos vinculados a la administración de justicia en todos sus 

niveles están en la obligación de ejercer ex officio un ´control de convencionalidad`, entre las 

normas internas y la Convención Americana, en el marco de sus respectivas competencias y de 

las regulaciones procesales correspondientes. En esta tarea, los jueces y órganos vinculados a 
la administración de justicia deben tener en cuenta no solamente el tratado, sino también 
la interpretación que del mismo ha hecho la Corte Interamericana, intérprete última de la 
Convención Americana.” (destacado nuestro) 

Esta última afirmación de la Corte Interamericana, que copió la Sala Constitucional 

en su sentencia, sin embargo, en la misma fue abiertamente contradicha cuestionando la 

Sala cualquier valor o jerarquía constitucional que conforme al artículo 23 de la 

Constitución puedan tener las propias sentencias de la Corte Interamericana. 

En efecto, sobre el tema de la jerarquía constitucional de los tratados internacionales 

en materia de derechos humanos conforme a la mencionada norma del artículo 23 de la 

Constitución, la Sala Constitucional acudió a lo que ya había decidido anteriormente en su 

sentencia N° 1942 de 15 de julio de 2003 (Caso: Impugnación artículos del Código Penal 

sobre leyes de desacato),
50
 en la cual había precisado que el artículo 23 constitucional, “se 

                                                 
49
  Artículo 23. Los tratados, pactos y convenciones relativos a derechos humanos, suscritos y 

ratificados por Venezuela
49
, tienen jerarquía constitucional y prevalecen en el orden interno, en la medida en 

que contengan normas sobre su goce y ejercicio más favorables a las establecidas en esta Constitución y en 

las leyes de la República, y son de aplicación inmediata y directa por los tribunales y demás órganos del 

Poder Público. Véase sobre esta norma Allan R. Brewer-Carías, “Nuevas reflexiones sobre el papel de los 

tribunales constitucionales en la consolidación del Estado democrático de derecho: defensa de la 

Constitución, control del poder y protección de los derechos humanos,” en Anuario de Derecho 

Constitucional Latinoamericano, 13
er
 año, Tomo I, Programa Estado de Derecho para Latinoamérica, 

Fundación Konrad Adenauer, Montevideo 2007, pp. 63 a 119 
50
  Véase en Revista de Derecho Público, No. 93-96, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2003, pp. 

136 ss.  
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refiere a normas que establezcan derechos, no a fallos o dictámenes de instituciones, 

resoluciones de organismos, etc., prescritos en los Tratados, (destacado de la Sala) sino 

sólo a normas creativas de derechos humanos,” es decir,  

“que se trata de una prevalencia de las normas que conforman los Tratados, Pactos y Convenios 

(términos que son sinónimos) relativos a derechos humanos, pero no de los informes u 

opiniones de organismos internacionales, que pretendan interpretar el alcance de las normas de 

los instrumentos internacionales, ya que el artículo 23 constitucional es claro: la jerarquía 

constitucional de los Tratados, Pactos y Convenios se refiere a sus normas, las cuales, al 

integrarse a la Constitución vigente, el único capaz de interpretarlas, con miras al Derecho 

Venezolano, es el juez constitucional, conforme al artículo 335 de la vigente Constitución, en 

especial, al intérprete nato de la Constitución de 1999, y, que es la Sala Constitucional, y así se 

declara. (….) 

De lo anterior resulta entonces la afirmación de la Sala de que es ella la que tiene el 

monopolio en la materia de aplicación en el derecho interno de los tratados internacionales 

mencionados, contradiciendo el texto del artículo 23 de la Constitución que dispone que 

dichos tratados “son de aplicación inmediata y directa por los tribunales y demás órganos 

del Poder Público,” afirmando, al contrario, que ella es la única instancia judicial llamada a 

determinar “cuáles normas sobre derechos humanos de esos tratados, pactos y convenios, 

prevalecen en el orden interno;” competencia esta última que supuestamente emanaría “de 

la Carta Fundamental” – sin decir de cuál norma – afirmando que la misma “no puede 

quedar disminuida por normas de carácter adjetivo contenidas en Tratados ni en otros 

textos Internacionales sobre Derechos Humanos suscritos por el país” (destacados de la 

Sala). De lo contrario, llegó a afirmar la Sala en dicha sentencia, “se estaría ante una forma 

de enmienda constitucional en esta materia, sin que se cumplan los trámites para ello, al 

disminuir la competencia de la Sala Constitucional y trasladarla a entes multinacionales o 

transnacionales (internacionales), quienes harían interpretaciones vinculantes.” 

En definitiva, la Sala Constitucional decidió que las sentencias de los tribunales 

internacionales sobre derechos humanos no eran de aplicación inmediata en Venezuela, 

sino que a sus decisiones sólo “se les dará cumplimiento en el país, conforme a lo que 

establezcan la Constitución y las leyes, siempre que ellas no contraríen lo establecido en el 

artículo 7 de la vigente Constitución,” concluyendo que “a pesar del respeto del Poder 

Judicial hacia los fallos o dictámenes de esos organismos, éstos no pueden violar la 

Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, así como no pueden infringir la 

normativa de los Tratados y Convenios, que rigen esos amparos u otras decisiones”; es 

decir, que si la Corte Interamericana, por ejemplo, “amparara a alguien violando derechos 

humanos de grupos o personas dentro del país, tal decisión tendría que ser rechazada 

aunque emane de organismos internacionales protectores de los derechos humanos” 

(subrayados de la Sala). 

Por tanto, no existe órgano jurisdiccional alguno por encima del Tribunal Supremo 

de Justicia, y si existiera, por ejemplo, en materia de integración económica regional o de 

derechos humanos, sus decisiones “no pueden menoscabar la soberanía del país, ni los 

derechos fundamentales de la República” (subrayados de la Sala), es decir, en forma alguna 

pueden contradecir las normas constitucionales venezolanas, pues de lo contrario “carecen 

de aplicación en el país” Así lo declaró la Sala.  
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4.  La reiteración de la negación del carácter supra-constitucional de los tratados sobre 

derechos humanos si contienen normas sobre su goce y ejercicio más favorables a 

las establecidas en la Constitución  

 Ahora, sobre la prevalencia en el orden interno de la Convención Americana sobre 

Derechos Humanos como tratado multilateral que tiene jerarquía constitucional, afirmó la 

Sala que ello es solo, conforme al artículo 23 de nuestro texto fundamental, “en la medida 

en que contengan normas sobre su goce y ejercicio más favorables” a las establecidas en la 

Constitución; pasando entonces a juzgar sobre la constitucionalidad de la sentencia de la 

Corte Interamericana, comenzando por “determinar el alcance” del fallo “y su 

obligatoriedad.”  

Observó para ello la Sala que en dicho fallo se consideró como su “punto central”:  

“la presunta violación del derecho a ser elegido del ciudadano Leopoldo López, infringiendo el 

artículo 23 de la Convención Americana, en vista de que esta disposición exige en su párrafo 2 

que la sanción de inhabilitación solo puede fundarse en una condena dictada por un juez 

competente, en un proceso penal.” 

Para analizar esta decisión, la Sala Constitucional comenzó por reiterar lo que antes 

había decidido en la sentencia N° 1939/2008 (caso: Magistrados de la Corte Primera de lo 

Contencioso Administrativo)
51
 en el sentido de que la protección internacional que deriva 

de la Convención Americana es “coadyuvante o complementaria de la que ofrece el 

derecho interno de los Estados americanos,” es decir, que la Corte Interamericana “no 

puede pretender excluir o desconocer el ordenamiento constitucional interno” que goza de 

supremacía.  

La Sala, además, indicó que el artículo 23 de la Constitución antes citado, 

contrariando su expreso contenido según el cual “prevalecen en el orden interno” – 

incluyendo la Constitución -, “en la medida en que contengan normas sobre su goce y 

ejercicio más favorables a las establecidas en esta Constitución,” indicó que:  

“no otorga a los tratados internacionales sobre derechos humanos rango ‘supraconstitucional,’ 

por lo que, en caso de antinomia o contradicción entre una disposición de la Carta Fundamental 

y una norma de un pacto internacional, correspondería al Poder Judicial determinar cuál sería la 

aplicable, tomando en consideración tanto lo dispuesto en la citada norma como en la 

jurisprudencia de esta Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, atendiendo al 

                                                 
51
 Véase en Revista de Derecho Público, No. 116, Editorial Jurídica venezolana, Caracas  2008, pp. 88 ss. 

Véase sobre esa sentencia Allan R. Brewer-Carías, “El juez constitucional vs. La justicia internacional en 

materia de derechos humanos,” en Revista de Derecho Público, No. 116, (julio-septiembre 2008), Editorial 

Jurídica Venezolana, Caracas 2008, pp. 249-260; y “La interrelación entre los Tribunales  Constitucionales de 

America Latina y la Corte Interamericana de Derechos Humanos, y la cuestión de la inejecutabilidad de sus 

decisiones en Venezuela,” en Armin von Bogdandy, Flavia Piovesan y Mariela Morales Antonorzi 

(Coodinadores), Direitos Humanos, Democracia e Integracao Jurídica na América do Sul, umen Juris 

Editora, Rio de Janeiro 2010, pp. 661-701  
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contenido de los artículos 7, 266.6, 334, 335, 336.11 eiusdem y el fallo número 1077/2000 de 

esta Sala.”
52
 

5.  La interpretación de la Constitución conforme al proyecto político del gobierno y el 

rechazo a los valores universales sobre derechos humanos  

Adicionalmente la Sala se refirió a otro fallo anterior, Nº 1309/2001, en el cual 

había considerado que “el derecho es una teoría normativa puesta al servicio de la política 

que subyace tras el proyecto axiológico de la Constitución,” de manera que la 

interpretación constitucional debe comprometerse “con la mejor teoría política que subyace 

tras el sistema que se interpreta o se integra y con la moralidad institucional que le sirve de 

base axiológica (interpretatio favor Constitutione).” Por supuesto, dicha “política que 

subyace tras el proyecto axiológico de la Constitución” o la “teoría política que subyace” 

tras el sistema que le sirve de “base axiológica,” no es la que resulta de la Constitución 

propia del “Estado democrático social de derecho y de justicia,” que está montado sobre un 

sistema político de separación de poderes, democracia representativa y libertad económica, 

sino el que ha venido definiendo el gobierno contra la Constitución y que ha encontrado 

eco en las decisiones de la propia Sala, como propia de un Estado centralizado, que niega la 

representatividad, montado sobre una supuesta democracia participativa controlada y de 

carácter socialista,
53
 declarando la Sala que los estándares que se adopten para tal 

interpretación constitucional “deben ser compatibles con el proyecto político de la 

Constitución”- que la Sala no deja de llamar como el del “Estado Democrático y Social de 

Derecho y de Justicia,” precisando que:  

“no deben afectar la vigencia de dicho proyecto con elecciones interpretativas 

ideológicas que privilegien los derechos individuales a ultranza o que acojan la 

primacía del orden jurídico internacional sobre el derecho nacional en detrimento 

de la soberanía del Estado.” (subrayados de la Sala) 

Concluyó así, la sentencia, que  “no puede ponerse un sistema de principios 

supuestamente absoluto y suprahistórico por encima de la Constitución,” siendo 

inaceptables las teorías que pretenden limitar “so pretexto de valideces universales, la 

soberanía y la autodeterminación nacional” (Subrayados de la Sala). 

 De allí concluyó la Sala reiterando lo que ya había ya decidido en la sentencia  de 5 

de agosto de 2008, Nº 1265/2008
54
 (Caso: ----) en el sentido de que en caso de evidenciarse 

                                                 
52
 Se refiere de nuevo la Sala a la sentencia de 22 de septiembre de 2000 (Caso Servio Tulio León Briceño), en 

Revista de Derecho Público, No. 83, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2000, pp. 247 ss. 
53
 En los últimos años puede decirse que es la doctrina política socialista, la cual, por supuesto, no está en 

ninguna parte de la Constitución, y cuya inclusión en la Constitución fue rechazada por el pueblo en 2007. 

(Véase Allan R. Brewer-Carías, “La reforma constitucional en Venezuela de 2007 y su rechazo por el poder 

constituyente originario,” en José Ma. Serna de la Garza (Coordinador), Procesos Constituyentes 

contemporáneos en América latina. Tendencias y perspectivas, Universidad Nacional Autónoma de México, 

México 2009, pp. 407-449).  La Sala Constitucional, incluso, ha construido la tesis de que la Constitución de 

1999 ahora “privilegia los intereses colectivos sobre los particulares o individuales,”habiendo supuestamente 

cambiado “el modelo de Estado liberal por un Estado social de derecho y de justicia” (sentencia  de 5 de 

agosto de 2008, Nº 1265/2008, http://www.tsj.gov.ve:80/decisiones/scon/Agosto/1265-050808-05-1853.htm) 

cuando ello no es cierto, pues el Estado social de derecho ya estaba en la Constitución de 1961. 
54
 Véase en http://www.tsj.gov.ve:80/decisiones/scon/Agosto/1265-050808-05-1853.htm 
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una contradicción entre la Constitución y una convención o tratado internacional, “deben 

prevalecer las normas constitucionales que privilegien el interés general y el bien común, 

debiendo aplicarse las disposiciones que privilegien los intereses colectivos…(…) sobre los 

intereses particulares…” 

En el fallo de la Sala Constitucional, la misma también hizo referencia a otro fallo 

anterior la sentencia No 1309/2001, donde se había referido al mismo tema de la 

interpretación constitucional condicionada “ideológicamente” que debe realizarse conforme 

a “mejor teoría política que subyace tras el proyecto axiológico de la Constitución” ya que 

la misma, como derecho, está “puesta al servicio de una política,” no debiendo la 

interpretación verse afectada por “elecciones interpretativas ideológicas que privilegian los 

derechos individuales a ultranza o que acojan la primacía del orden jurídico internacional 

sobre el Derecho Nacional en detrimento de la soberanía del Estado.” De ello concluyó la 

Sala que “ la opción por la primacía del Derecho Internacional es un tributo a la 

interpretación globalizante y hegemónica del racionalismo individualista” siendo “la 

nueva teoría” el “combate por la supremacía del orden social valorativo que sirve de 

fundamento a la Constitución;” afirmando que en todo caso, “el carácter dominante de la 

Constitución en el proceso interpretativo no puede servir de pretexto para vulnerar los 

principios axiológicos en los cuales descansa el Estado Constitucional venezolano” 

(Subrayados de la Sala). 

EN la sentencia No 1309/2001 la Sala también había afirmado que “el ordenamiento 

jurídico conforme a la Constitución significa, en consecuencia, salvaguardar a la 

Constitución misma de toda desviación de principios y de todo apartamiento del proyecto 

que ella encarna por voluntad del pueblo,” procediendo a rechazar todo “sistema de 

principios supuestamente absoluto y suprahistórico, por encima de la Constitución,” y que 

la interpretación pueda llegar “a contrariar la teoría política propia que sustenta.”. Por ello, 

la Sala negó la validez universal de los derechos humanos, es decir, negó “cualquier teoría 

propia que postule derechos o fines absolutos,” o cualquier “vinculación ideológica con 

teorías que puedan limitar, so pretexto de valideces universales, la soberanía y la 

autodeterminación nacional”(Subrayado de la Sala).  

6. El análisis del tema de fondo sobre el tema de las inhabilitaciones políticas 

impuestas por autoridades administrativas y rechazo al principio de que las 

mismas puedan ser sólo pueden ser impuestas por decisión judicial  

Con base en lo anterior, al entrar a considerar el “punto central” de la sentencia de la 

Corte Interamericana sobre la violación del derecho a ser elegido del ciudadano Leopoldo 

López, por la inhabilitación administrativa dictada en su contra conforme al artículo 105 de 

la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República y del Sistema Nacional de 

Control Fiscal, la Sala pasó a referirse a su propia sentencia antes mencionada, la Nº 

1265/2008 dictada el 5 de agosto de 2008,
55
  cuando al decidir sobre una denuncia de 

inconstitucionalidad de dicha norma por violentar precisamente lo dispuesto en al artículo 

23.2 de la Convención Americana, observó que conforme a dicha norma, se admite la 

“´reglamentación` de los derechos políticos mediante ley, incluso en atención a razones de 
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 Véase en http://www.tsj.gov.ve:80/decisiones/scon/Agosto/1265-050808-05-1853.htm 
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“condena, por juez competente, en proceso penal,” no aludiendo la misma “a restricción en 

el ejercicio de estos derechos, sino a su reglamentación,” destacando, sin embargo, que de 

una manera general, el artículo 30 de la Convención Americana “admite la posibilidad de 

restricción, siempre que se haga conforme a leyes que se dictaren por razones de interés 

general y con el propósito para el cual han sido establecidas.`” Concluyó la Sala que es 

posible, de conformidad con la Convención Americana “restringir derechos y libertades, 

siempre que sea mediante ley, en atención a razones de interés general, seguridad de todos 

y a las justas exigencias del bien común.” 

Ahora, al resolver la posible antinomia entre el artículo 23.2 de la Convención 

Interamericana y la Constitución, la Sala señaló que “la prevalencia del tratado 

internacional no es absoluta ni automática” siendo sólo posible si el mismo cuando se 

refiere a derechos humanos, contenga “normas más favorables a las de la Constitución,” 

pasando a preguntarse la propia Sala sobre cuál debían ser los valores que debían tener 

presente “para determinar cuándo debe considerarse que esa disposición convencional es 

más ´favorable` que la normativa constitucional interna,” siendo su respuesta los supuestos 

valores erivados del proyecto político subyacente en la Constitución ates mencionado.  

De ello concluyó sobre el fondo del tema resuelto por la Corte Interamericana que 

“la restricción de los derechos humanos puede hacerse conforme a las leyes que se dicten 

por razones de interés general, por la seguridad de los demás integrantes de la sociedad y 

por las justas exigencias del bien común,” no pudiendo  el artículo 23.2 de la Convención 

Americana “ser invocado aisladamente, con base en el artículo 23 de la Constitución 

Nacional, contra las competencias y atribuciones de un Poder Público Nacional, como lo es 

el Poder Ciudadano o Moral.” En la citada sentencia Nº 1265/2008 dictada el 5 de agosto 

de 2008, la Sala entonces concluyó que: 

“En concreto, es inadmisible la pretensión de aplicación absoluta y descontextualizada, con 

carácter suprahistórico, de una norma integrante de una Convención Internacional contra la 

prevención, investigación y sanción de hechos que atenten contra la ética pública y la moral 

administrativa (artículo 271 constitucional) y las atribuciones expresamente atribuidas por el 

Constituyente a la Contraloría General de la República de ejercer la vigilancia y fiscalización 

de los ingresos, gastos y bienes públicos (art. 289.1 eiusdem); y de fiscalizar órganos del sector 

público, practicar fiscalizaciones, disponer el inicio de investigaciones sobre irregularidades 

contra el patrimonio público, e ´imponer los reparos y aplicar las sanciones administrativas a 

que haya lugar de conformidad con la ley` (art. 289.3 eiusdem). En tal sentido, deben 

prevalecer las normas constitucionales que privilegian el interés general y el bien común, 

debiendo aplicarse las disposiciones que privilegian los intereses colectivos involucrados en la 

lucha contra la corrupción sobre los intereses particulares de los involucrados en los ilícitos 

administrativos; y así se decide”.   

Finalmente, después de copiar in extenso el Voto concurrente del Magistrado Diego 

García-Sayán a la sentencia de la Corte Interamericana, la Sala Constitucional indicó pura y 

simplemente que “aunque coincide casi en su totalidad con el enfoque alternativo del 

Magistrado García-Sayán, no puede compartir, por los argumentos vertidos en los fallos 

referidos supra, la conclusión de que la sanción de inhabilitación solo puede ser impuesta 

por una “autoridad judicial.” 
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 Sobre este punto, que es precisamente, el tema decidendum en la sentencia de la 

Corte Interamericana, la Sala  Constitucional se refirió de nuevo a su sentencia No. 

1265/2008,  en la cual resolvió que en Venezuela, “en atención a la prevención, 

investigación y sanción de los hechos que atenten contra la ética pública y la moral 

administrativa (art. 274 Constitución), el Poder Ciudadano está autorizado para ejercer un 

poder sancionador sustancialmente análogo al derecho penal, incluyendo sanciones 
como las accesorias del artículo 105, cuyo objetivo es la protección del orden social 

general,” (destacado nuestro); llegando a afirmar que “la ´incapacitación para ejercer 

diversos empleos`, lo cual podría jurídicamente derivarse de una sentencia, pero también 

de una sanción administrativa” (subrayado de la Sala), concluyendo entonces con su 

afirmación infundada y falsa de que el artículo 65 del Constitución al señalar que  

“no podrán optar a cargo alguno de elección popular quienes hayan sido condenados o condenadas por delitos 

cometidos durante el ejercicio de sus funciones, […] no excluye la posibilidad de que tal inhabilitación pueda ser 

establecida, bien por un órgano administrativo stricto sensu o por un órgano con autonomía funcional, como es, en 

este caso, la Contraloría General de la República.” 

Ello, por supuesto, es totalmente errado, pues la restricción constitucional al 

ejercicio de derechos políticos es de interpretación estricta. Es por tanto errado señalar 

como lo hizo la Sala para llegar a esta conclusión que como la norma “plantea que la 

prohibición de optar a un cargo público surge como consecuencia de una condena judicial 

por la comisión de un delito,” supuestamente ello no “impide que tal prohibición pueda 

tener un origen distinto.” Ello es errado, pues de lo contrario no habría sido necesario 

establecer la restricción en la norma constitucional, siendo también errada la conclusión de 

que la norma sólo habría planteado “una hipótesis,” y por tanto “no niega otros supuestos 

análogos.” Esto es contrario al principio de que las restricciones a los derechos políticos 

establecidas en la Constitución, son sólo las establecidas en la Constitución, cuando es la 

propia Constitución la que no ha dejado la materia a la regulación del legislador.  

Por tanto, es errada la conclusión de la Sala en el sentido de que supuestamente 

tratándose de un asunto de “política legislativa,” sea al legislador al cual correspondería 

asignarle orientación al ius puniendi del Estado, de manera que “negar esta posibilidad 

significaría limitar al órgano legislativo en su poder autonómico de legislar en las materias 

de interés nacional, según lo prescribe el artículo 187, cardinal 1, en concordancia con el 

152, cardinal 32 del Texto Fundamental.”
56
   

Al contrario, la política legislativa para el desarrollo del ius puniendi tiene que estar 

enmarcada en la Constitución, cuando sea la Constitución la que remita al legislador para 

ello. Sin embargo, cuando la Constitución establece que la restricción al ejercicio de un 

derecho político como el derecho al sufragio pasivo sólo puede limitarse por condena penal 

mediante decisión judicial ello implica sólo eso, no pudiendo el legislador establecer otras 

restricciones que sean impuestas por autoridades administrativas. 
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  La Sala adicionalmente citó en su sentencia N° 1260 del 11 de junio de 2002 (caso: Víctor Manuel 

Hernández y otro contra el artículo 38, parágrafo Segundo, 52, y 54 de la Ley para Promover y Proteger el 

Ejercicio de la Libre Competencia) en relación con el jus puniendi y la supuesta diferencia entre el derecho 

administrativo sancionador y el derecho pena, concluyendo que entre ambos “ no existen diferencias de tipo 

material, sino que la gran diferencia es relativa al ámbito normativo.”  
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7. La ponderación entre la Convención Americana y otros tratados internacionales 

como los relativos a la lucha contra la corrupción 

Por otra parte, la Sala destacó que la Convención Americana no es el único tratado 

suscrito por Venezuela relativo a derechos humanos y, en consecuencia, de rango 

constitucional a tenor de lo previsto en el artículo 23 de la Constitución Nacional, que debe 

ser tomado en consideración para resolver sobre la ejecución del fallo de la Corte 

Interamericana, haciendo alusión específicamente a la Convención Interamericana contra la 

Corrupción de 1996, que obliga a los Estados Americanos a tomar las medidas apropiadas 

contra las personas que cometan actos de corrupción en el ejercicio de las funciones 

públicas o específicamente vinculados con dicho ejercicio, “sin exigir que tales medidas 
sean necesariamente jurisdiccionales.” (destacado nuestro), concluyendo de las normas 

de esta Convención, que los “mecanismos modernos para prevenir, detectar, sancionar y 

erradicar las prácticas corruptas” (subrayado de la Sala) que deben desarrollar los Estados, 

a juicio de la Sala, “deben ser entendidos como aquellos que se apartan y diferencian de 
los tradicionales, que exigen una sentencia penal firme por la comisión de un delito,” 
“sin que se pueda concluir del contenido de dicha disposición que las conductas 

cuestionadas deban ser necesariamente objeto de condena judicial” (destacados nuestro). 
La Sala enumeró, así en su sentencia los órganos encargados en los diversos países de la 

ejecución de la Convención, generalmente de orden administrativos, siendo ello atribuido 

en Venezuela, como “autoridad central,” al Consejo Moral Republicano constituido por la 

Contraloría General de la República, la Fiscalía General de la República y la Defensoría del 

Pueblo. 

En la sentencia la Sala también hizo referencia a la Convención de las Naciones 

Unidas contra la Corrupción” suscrita en 2003, donde se hace refefrencia a la obligación de 

los Estados de “procurar evaluar periódicamente los instrumentos jurídicos y las medidas 

administrativas pertinentes a fin de determinar si son adecuadas para combatir la 

corrupción” (subrayado de la sala). Concluyendo que “no existe limitación alguna a que se 

trate exclusivamente de tribunales,” destacando que conforme al artículo 30.7 de dicha 

Convención se establece “la posibilidad de inhabilitar “por mandamiento judicial u otro 

medio apropiado y por un periodo determinado por su derecho interno” a los sujetos de 

corrupción” (subrayado del fallo); y que la previsión de sanciones distintas a las judiciales 

se reitera en las Disposiciones Finales de la misma Convención (Capítulo VIII, artículo 65). 

De todo ello, la Sala Constitucional en su sentencia No. 1547 (Caso Estado 

Venezolano vs. Corte Interamericana de Derechos Humanos) de fecha 17 de octubre de 

2011, concluyó que: 

“aun si se pretendiera otorgar un sentido literal y restrictivo al artículo 23 de la Convención 

Interamericana, impidiendo la inhabilitación de un ciudadano para el ejercicio de cargos 

públicos por razones de corrupción, limitando la posibilidad de sanción a una sentencia 

judicial; podemos advertir que tal Tratado no es el único que forma parte integrante del sistema 

constitucional venezolano según el artículo 23 de nuestra Carta Fundamental. La prevalencia de 

las normas que privilegien el interés general y el bien común sobre los intereses particulares 

dentro de un Estado social de derecho y de justicia obligan al Estado venezolano y a sus 

instituciones a aplicar preferentemente las Convenciones Interamericana y de la ONU contra la 

corrupción y las propias normas constitucionales internas, que reconocen a la Contraloría 
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general de la República como un órgano integrante de un Poder Público (Poder Ciudadano) 

competente para la aplicación de sanciones de naturaleza administrativa, como lo es la 

inhabilitación para el ejercicio de cargos públicos por hechos de corrupción en perjuicio de los 

intereses colectivos y difusos del pueblo venezolano.”  

Sin embargo, ante este pronunciamiento dictado con motivo de ejercer el control de 

constitucionalidad de la sentencia de la Corte Interamericana, la Sala Constitucional se 

apresuró a afirmar, que  

“no se trata de interpretar el contenido y alcance de la sentencia de la Corte Interamericana de 

Derechos Humanos, ni de desconocer el tratado válidamente suscrito por la República que la 

sustenta o eludir el compromiso de ejecutar las decisiones según lo dispone el artículo 68 de la 

Convención Interamericana de Derechos Humanos,”  

No, de eso no se trata, sino que de lo que se trata es: 

“de aplicar un estándar mínimo de adecuación del fallo al orden constitucional interno, lo cual 

ha sucedido en otros casos y ejercer un “control de convencionalidad” respecto de normas 

consagradas en otros tratados internacionales válidamente ratificados por Venezuela, que no 

fueron analizados por la sentencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos del 1 de 

septiembre de 2011, como lo son las consagradas en la Convención Interamericana contra la 

Corrupción y la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción.” 

Y ha sido precisamente ello, lo que supuestamente habría “obligado” a la Sala 

Constitucional “a ponderar un conjunto de derechos situados en el mismo plano 

constitucional y concluir en que debe prevalecer la lucha contra la corrupción como 

mecanismo de respeto de la ética en el ejercicio de cargos públicos, enmarcada en los 

valores esenciales de un Estado democrático, social, de derecho y de justicia,” y decidir 

indicando que “no puede ejercerse una interpretación aislada y exclusiva de la Convención 

Americana de Derechos Humanos  sin que con ello se desconozca el “corpus juris del 

Derecho Internacional de los Derechos Humanos,”  a los que ha aludido la propia Corte 

Interamericana en la sentencia del 24 de noviembre de 2004, caso: Trabajadores Cesados 

del Congreso  vs. Perú, sus Opiniones Consultivas de la CIDH Nº OC-16/99 y Nº OC-

17/2002. 

8. La denuncia de usurpación respecto de la Corte Interam4ericanas y la inejecución 

de su sentencia 

Finalmente la Sala Constitucional acusó a la Corte Interamericana  de Derechos 

Humanos de persistir  

“en desviar la teleología de la Convención Americana y sus propias competencias, emitiendo 

órdenes directas a órganos del Poder Público venezolano (Asamblea Nacional y Consejo 

Nacional Electoral), usurpando funciones cual si fuera una potencia colonial y pretendiendo 

imponer a un país soberano e independiente criterios políticos e ideológicos absolutamente 

incompatibles con nuestro sistema constitucional.” 

De lo cual concluyó declarando  
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“inejecutable el fallo de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, de fecha 1 de 

septiembre de 2011, en el que se condenó al Estado Venezolano, a través “de los órganos 

competentes, y particularmente del Consejo Nacional Electoral (CNE),” a asegurar “que las 

sanciones de inhabilitación no constituyan impedimento para la postulación del señor López 

Mendoza en el evento de que desee inscribirse como candidato en procesos electorales”; anuló 

las Resoluciones del 24 de agosto de 2005 y 26 de septiembre de 2005, dictadas por el 

Contralor General de la República, por las que inhabilitaron al referido ciudadano al ejercicio 

de funciones públicas por el período de 3 y 6 años, respectivamente; se condenó a la República 

Bolivariana de Venezuela al pago de costas y a las adecuación del artículo 105 de la Ley 

Orgánica de la Contraloría General de la República y el Sistema Nacional de Control Fiscal.” 

Es decir, la Sala resolvió que la sentencia de la Corte Interamericana en su conjunto, 

es inejecutable en Venezuela, con la advertencia –cínica, por lo demás-, de que, sin 

embargo:  

“la  inhabilitación administrativa impuesta al ciudadano Leopoldo López Mendoza no le ha 

impedido, ni le impide ejercer los derechos políticos consagrados en la Constitución. En tal 

sentido, como todo ciudadano, goza del derecho de sufragio activo (artículo 63); del derecho a 

la rendición de cuentas (artículo 66); derecho de asociación política (el ciudadano López 

Mendoza no solo ha ejercido tal derecho, sino que ha sido promotor  y/o fundador de 

asociaciones y partidos políticos); derecho de manifestación pacífica (el ciudadano López 

Mendoza ha ejercido ampliamente este derecho, incluyendo actos de proselitismo político); así 

como, el derecho a utilizar ampliamente los medios de participación y protagonismo del pueblo 

en ejercicio de su soberanía (artículo 70), incluyendo las distintas modalidades de participación 

“referendaria”, contempladas en los artículos 71 al 74 eiusdem, en su condición de elector.” 

Se destaca, sin embargo, que la Sala Constitucional no mencionó en esta 

enumeración de “los derechos políticos consagrados en la Constitución” ni el derecho 

pasivo al sufragio (el derecho a ser electo para cargos públicos), ni el derecho a ejercer 

cargos públicos, que son precisamente los que le impide ejercer la decisión de la 

Contraloría General de la república violando lo previsto en la Convención Americana y en 

la propia Constitución, procedió a “aclarar” lo que no requería aclaratoria, en el sentido de 

que:  

“la inhabilitación administrativa difiere de la inhabilitación política, en tanto y en cuanto la 

primera de ellas sólo está dirigida a impedir temporalmente el ejercicio de la función pública, 

como un mecanismo de garantía de la ética pública y no le impide participar en cualquier 

evento político que se realice al interior de su partido o que convoque la llamada Mesa de la 

Unidad Democrática.” 

Ello no requería “aclararse” pues es bien evidente que las decisiones de la 

Contraloría o del Estado a través de cualquiera de sus órganos no le puede impedir a un 
ciudadano poder participar en los eventos políticos internos de las asociaciones políticas o a 

las cuales pertenezca o en eventos por estas convocados, de manera que la “aclaratoria” no 

es más que una deliberada expresión de confusión por parte de la Sala; y más aún con la 

frase final de la decisión que adoptó (dispositivo No. 2), luego de declarar inejecutable la 

sentencia de la Corte Interamericana en el sentido decidir que:  



 50 

“2) La Sala declara que el ciudadano Leopoldo López Mendoza goza de los derechos políticos 

consagrados en la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, por tratarse solo de 

una inhabilitación administrativa y no política.” 

Sin embargo, como se dijo, antes había enumerado la Sala en forma expresa cuáles eran 

los derechos políticos que el Sr. López podía ejercer estando vigente la inhabilitación 

política que le había impuesto la Contraloría, refiriéndose la Sala expresamente sólo a el 

“derecho de sufragio activo (artículo 63); del derecho a la rendición de cuentas (artículo 

66); derecho de asociación política ‘[…]; derecho de manifestación pacífica […]; derecho a 

utilizar ampliamente los medios de participación y protagonismo del pueblo en ejercicio de 

su soberanía (artículo 70),” y derecho “de participación “referendaria” (artículos 71 al 74) 

“en su condición de elector.” La Sala, por tanto, se cuidó de no indicar que el Sr. López 

podía ejercer su derecho político al sufragio pasivo, derecho a ser electo y a ejercer cargos 

públicos electivos, que fueron precisamente los restringidos inconstitucionalmente por la 

Contraloría General de la República.    

VI. LA INTERPRETACIÓN Y ACLARACIÓN DE LA SENTENCIA, EX POST 
FACTO Y EXTRA PROCESO, MEDIANTE “COMUNICADO DE PRENSA” 
POR PARTE DE LA PRESIDENTA DE LA SALA CONSTITUCIONAL 

Sin embargo, el mismo día en el cual se publicó la sentencia de la sala 
Constitucional, la presidenta del Tribunal Supremo de Justicia y de dicha Sala, expresó 

mediante un “Comunicado de Prensa”57 un criterio distinto al que se había expuesto en la 

sentencia, agregando mayor confusión sobre sus efectos, y en particular sobre los derechos 

políticos que supuestamente podía ejercer el Sr. López. 

Dicha Presidente del Tribunal Supremo, en efecto, comenzó por expresar al 

referirse a la sentencia de la Sala Constitucional “que declaró inejecutable el fallo de la 

Corte Interamericana de Derechos Humanos” que había condenado al Estado venezolano, 

primero, que “los convenios suscritos por la República Bolivariana de Venezuela no 

pueden tener carácter supra constitucional, pues sus disposiciones deben ajustarse y 

enmarcarse en los postulados de la Carta Magna;” y que “Venezuela no puede retroceder en 

los avances que ha logrado en la lucha contra la corrupción,” asegurando entre otras cosas, 

“que las sanciones de inhabilitación no constituyan impedimento para la postulación 
de Leopoldo López Mendoza en eventos electorales” (destacado nuestro).  

Ahora bien, frente a esta afirmación de que las sanciones de inhabilitación “no 

constituyan impedimento para la postulación en eventos electorales,” la pregunta elemental 

es cómo puede, en efecto, pensarse que alguien pueda tener derecho a postularse para la 

elección de un cargo electivo de representación popular, sin tener derecho a poder ejercer 

dicho cargo porque se lo impide la Contraloría General de la República?  Lo que dijo la 

Sra. Presidenta de la Sala Constitucional, ni más ni menos era como decir, que una persona 

inhabilitada para ejercer cargos públicos, sin embargo, puede postularse para ser electo para 

un cargo público, pero una vez electo no puede ejercer dicho cargo para el cual fue electo !! 

                                                 
57
  Véase Nota de Prensa del Tribunal Supremo: “Es inejecutable que Venezuela retroceda en sus avances en 

la lucha contra la corrupción” Afirmó la presidenta del TSJ; magistrada Luisa Estella Morales Lamuño, autor 

Redacción TSJ, Fecha de publicación 17/10/2011. Véase en  
http://www.tsj.gov.ve/informacion/notasdeprensa/notasdeprensa.asp?codigo=8848 
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La postulación a un cargo de elección popular no es sino la primera fase del 

ejercicio del derecho pasivo al sufragio que implica además de la postulación, el derecho a 

ser elegido, y en caso de que así ocurra, el derecho a ejercer el cargo para el cual fue 

elegido. De resto, no es más que una cómica situación la que informó la Sra. Presidenta del 

Tribunal Supremo: que una persona inhabilitada para ejercer cargos públicos por la 

Contraloría, puede postularse para cargos de elección popular, y por tanto, con la 

posibilidad de salir electo, pero para nada más, pues no puede ejercer el cargo porque ha 

sido inhabilitado.   

Expresó en efecto, la Sra. Presidenta del Tribunal Supremo que:  

“del análisis realizado por la Sala Constitucional el ciudadano López Mendoza goza de todos 
sus derechos políticos, por lo que puede elegir y ser elegido en los eventos electorales en los 
que decida participar.”  

Y reiteró que “la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela es 

profundamente garantista, y que salvaguarda los derechos políticos de la ciudadanía” 

precisando que “Leopoldo López Mendoza sí goza de todos sus derechos políticos, tal 
como lo expresa el dictamen (sic).” 

Ello es por supuesto, totalmente falso, y lo que pone en evidencia, para ser 

benevolentes, es que, por lo visto, la Presidenta no leyó lo que efectivamente dijo en la 

sentencia que firmó, pues la misma no incluyó – inconstitucionalmente por lo demás - en su 

contenido y enumeración de los derechos políticos que podía ejercer el Sr. López, el 

derecho a ser elegido (derecho pasivo al sufragio); es decir, se cuidó de decidir que el Sr. 

López no gozaba de todos sus derechos políticos.  

Sin embargo, teniendo en cuenta la “interpretación” que hizo la Sra. Presidenta del 

Tribunal Supremo de la sentencia, la conclusión es que se trata de una modificación, ex 

post facto, introducida mediante un “Comunicado de Prensa” a la sentencia dictada, 

indicando que el Sr. López si podía ejercer su derecho pasivo al sufragio y si podía “ser 
elegido,” pero aclarando a renglón seguido que una vez que resultare electo, si fuese el 
caso, respecto al ejercicio del cargo para el cual resultare electo, ello sería una “situación 

futura derivada de tal participación” que “no estuvo en el análisis de la Sala, ya que no 

puede pronunciarse sobre hechos que no han ocurrido.” Por lo que, si todo ello sucedía, ya 

estaba “avisado” el Sr. López de lo que le iba a pasar. Más clara no podía ser esta 

modificación al fallo dictada por la Presidencia del Tribunal Supremo en el “Comunicado 

de Prensa;” y como la Sala se atribuyó el poder de ejercer de oficio el control de 

constitucionalidad de las sentencias de la Corte Interamericana, nadie le tendría que 

requerir su futura y anunciada acción.  
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Crear mayor y deliberada confusión, era realmente imposible,
58
 al punto de que en 

el diario El Mundo de España del día  18 de octubre de 2011, la noticia se tituló así: “El 

Supremo venezolano permite que Leopoldo López sea candidato en 2012,” precisándose sin 

embargo, en los subtítulos que: “El Tribunal aclara que el opositor sí puede presentarse a 

las elecciones; Lo que se ha rechazado es el fallo de la Corte Interamericana que 

condenaba al Estado por la 'inhabilitación' para ejercer cargos públicos de López; Por lo 

tanto, López puede ser candidato pero no se sabe si podrá ejercer; El Tribunal dijo que 

aplicar aquel fallo infringiría las leyes nacionales.” 59 En la nota de prensa publicada en 

este Diario se afirma que:   

“El Tribunal Supremo venezolano (TSJ) aclaró este lunes que la decisión de la Sala 

Constitucional de declarar no ejecutable un fallo de la Corte Interamericana de Derechos 

Humanos a favor de Leopoldo López no impide al político opositor presentar su candidatura a 

las elecciones presidenciales.”  

La presidenta del TSJ de Venezuela, Luisa Estella Morales, señaló que López se puede 
postular, pero el fallo de Corte Interamericana (CorteIDH), que obliga a suspender la 

inhabilitación administrativa del político para ejercer cargo público, es "inejecutable" porque 

no se pueden anular las decisiones de la Contraloría. 

"Leopoldo López tiene pleno derecho a elegir y ser electo, puede concurrir ante el Consejo 

Nacional Electoral inscribirse y participar en cualquier elección que se realice (...) libremente 

puede hacerlo", aclaró Estella en una conferencia de prensa. 

No obstante, subrayó que "son inejecutables en primer lugar la nulidad de las resoluciones 

administrativas de la Contraloría y también "la nulidad de los actos administrativos por los 

cuales se inhabilitó administrativamente al ciudadano Leopoldo López." 

Preguntada sobre la posibilidad de que López fuera elegido en los comicios para la Presidencia, 

convocados para el 7 de octubre de 2012, Morales se excusó de pronunciarse "acerca de 

situaciones futuras.” 

"Llegará el momento de que si eso ocurriese tendríamos que pronunciarnos, pero en este 

momento es ciertamente una posición incierta y futura sobre la cual la Sala no podría 

pronunciarse," señaló” 

Con esta “aclaratoria” a la decisión adoptada mediante declaraciones públicas dadas 

por la Presidenta del Tribunal Supremo de Justicia, lo que hizo el Tribunal Supremo fue 

consolidar la incertidumbre y el desconcierto político en el país, dejando vigente la sanción 

                                                 
58
  Según se reseña en la patilla.com, la Contralora General de la República, en medio de la confusión, 

declaró el día 18 de octubre de 2011, que “el líder opositor Leopoldo López, uno de los aspirantes a ser 

candidato en las elecciones presidenciales del 7 de octubre del próximo año, no puede desempeñar ningún 

cargo público hasta 2014. No puede desempeñar cargos públicos, ni por elección, nombramiento, contrato ni 

designación. ¿El cargo de alcalde, de concejal, de presidente, de gobernador es un cargo público o no? Sí lo 

es, entonces (López) no puede desempeñar esos cargos públicos dijo Adelina González, Contralora General 

en funciones. En declaraciones a la televisión estatal, González descartó el supuesto “limbo” en el que quedó 

López luego de que la presidenta del Tribunal Supremo de Justicia (TSJ), Luisa Estella Morales, indicara que 

López se podía postular a las elecciones aunque evitando pronunciarse sobre qué ocurriría en caso de ser 

elegido.  Véase “Según la Contralora si López se postula sería “un fraude a la Ley,” en 

http://www.lapatilla.com/site/2011/10/18/segun-la-contralora-si-lopez-se-postula-seria-un-fraude-a-la-ley/  
59
  Véase en http://www.elmundo.es/america/2011/10/17/venezuela/1318884331.html  
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de inhabilitación política que dictó la Contraloría General de la República contra el Sr. 

Leopoldo López y en lo que resultaba una especie de crónica de una inhabilitación política 

anunciada, para lo cual impuso el siguiente itinerario a se podía desarrollar en este caso 

entre 2011 y 2012:  

Primero, en el texto de la sentencia, declaró que entre los derechos políticos que 

enumeró expresamente como los que podía ejercer el Sr. López no estaba el derecho 
pasivo al sufragio, es decir, el derecho a ser electo;  

Segundo, sin embargo, en la “aclaratoria” a la sentencia que se “dictó” por la 

Presidenta del Tribunal Supremo, la misma declaró que el Sr. López sí se podía postular 
para cargos electivos y tenía derecho a ser electo, lo que por si generaba incertidumbre 

sobre si efectivamente gozaba o no tal derecho conforme a la sentencia de la Sala;  

Tercero, lo anterior le planteaba al Sr. López la disyuntiva de participar o no en el 
proceso – elecciones primarias – para la selección del candidato presidencial de 
oposición, pero con la certeza de que si no lo hacía ello sería por su propia voluntad – como 

en efecto ocurrió - y no porque se lo hubiese “impuesto” la Sala;  

Cuarto, si hubiese participado en las elecciones primarias de la oposición y hubiese 

llegado a salir electo en las mismas, ello le hubiera planteado una nueva disyuntiva de 
postularse o no como candidato presidencial en la elección presidencial, para lo cual si 
no lo hacía ello también hubiera sido por su propia voluntad y no porque se lo hubiese 

impuesto la Sala; y, por último, 

Quinto, para el supuesto de que en ese caso hubiera llegado a ganar la elección 

presidencial, la posibilidad de que hubiera podido ejercer el cargo para el cual habría sido 

electo hubiera quedado entonces en manos del Tribunal Supremo de Justicia, el cual, en ese 

momento, y sólo en ese momento se habría pronunciado sobre lo que al dictar su sentencia 

consideró como una “situación incierta y futura.”  

Posteriormente, para agregar algo más a la confusión e incertidumbre, la misma 

Presidenta del Tribunal Supremo de Justicia en una entrevista de televisión, ratificó que la 

sentencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos “que ordena restituir los 

derechos políticos al ex alcalde del municipio Chacao del Estado Miranda, Leopoldo 

López, no puede ser cumplida por la justicia venezolana,” indicando, sin embargo, que 

dicho ciudadano contaba “con todos sus derechos políticos” lo que no era cierto, pues se la 

había negado el derecho pasivo al sufragio, agregando que podía “hacer campaña o fundar 

partidos, [pero] lo que no puede es ejercer cargos de administración pública.”60  

La Presidenta del Tribunal Supremo indicó, además, que la sentencia de la Corte 

Interamericana confundía “la inhabilitación política con la inhabilitación administrativa,” 

sin percatarse que cuando dicha “inhabilitación administrativa” impide a un funcionario 

                                                 
60
  Véase reportaje del programa "Dando y Dando transmitido por la estatal Venezolana de Televisión,” 

realizado por Rafael Rodríguez, en El Universal, Caracas 8-11-2011. En  

http://www.eluniversal.com/nacional-y-politica/111108/morales-no-podemos-levantar-inhabilitacion-

adminstrativa-a-lopez 
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electo ejercer el cargo para el cual fue electo, se convierte en una inhabilitación política; 

pues aunque la Magistrada parecía ignorarlo, el derecho a ejercer cargos públicos de 

elección popular es un derecho político. De manera que cuando se impone una sanción de 

inhabilitación administrativa que según la Presidenta del Tribunal era “de otra naturaleza 

[pues] es para poder administrar o manejar fondos públicos," y ello impide a un funcionario 

electo ejercer el cargo para el cual resultó electo, implica que se lo inhabilita políticamente. 

La Corte Interamericana no “se basó en hechos que no correspondían a la realidad” como 

dijo la Presidenta del Tribunal considerando que la Corte Interamericana había tratado “el 

caso del ciudadano Leopoldo López como si él estuviera inhabilitado políticamente y el 

señor Leopoldo López nunca estuvo inhabilitado políticamente, él tuvo una sanción de 

carácter administrativo que en Venezuela está perfectamente establecida."   

En fin, ignorando el propio texto de su sentencia, la Presidenta del Tribunal afirmó 

que la Corte Interamericana confundió “sin entrar a analizar lo que es el derecho interno 

venezolano,[…]dos tipos de inhabilitaciones diferentes," pues según la Presidenta del 

Tribunal López podía “hacer campaña y fundar partidos, lo que no podía era ocupar cargos 

administrativos,” y las actividades políticas que podía hacer no podía “confundirse con las 

condiciones de elegibilidad ese es otro punto que no se ha presentado...” Lo que no explicó 

la Presidenta del Tribunal es cómo podía decirse que una persona no está inhabilitada 

políticamente si pudiendo ser electa para ocupar un cargo ejecutivo (como el de Alcalde, 

Gobernador o Presidente) que implica administrar o manejar fondos, en definitiva, no podía 

ejercer el cargo para el cual fue electo cuando exista contra la misma una sanción de 

inhabilitación administrativa.
61
  

De todo ello, lo que quedaba claro era que independientemente de si el Sr. López 

participaría en las elecciones primarias de la oposición, e iba o podía resultar o no electo, 

respecto de él, la situación política subsiguiente no hubiera dependido de la voluntad del 

pueblo soberano, sino de la decisión de un Tribunal Supremo que además de usurpar el 

poder constituyente y rebelarse contra las decisiones del tribunal internacional encargado 

de la protección de los derechos humanos en América, se reservaba en definitiva el derecho 

de anular o no la voluntad popular de acuerdo con las circunstancias que se presentasen. 

Nueva York, febrero 2011 

                                                 
61
  Dijo la Presidenta del Tribunal: “"El ciudadano Leopoldo López no está inhabilitado políticamente 

ni ha estado; él puede ejercer todos sus derechos políticos, en Venezuela hay una gama de derechos políticos 

extensos, se fundan partidos, se puede hacer campaña electoral, se puede hacer cualquier tipo de gestión, 

ahora, eso no debe confundirse cuando se opta a un cargo de elección popular con las condiciones de 

elegibilidad.".  


